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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes. Asimismo, estuvo presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 63ª y 64ª, ambas ordinarias, en 18 y 19 de octubre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero solicita, en virtud de la facultad que le confiere el artículo 68 de la Constitución Política, en relación con el inciso final de su artículo 127, que se envíe a la Honorable Cámara de Diputados, para efectos de la insistencia establecida en la primera de esas disposiciones, el mensaje con el que dio inicio a un proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.335-07).



--Se toma conocimiento y se manda remitir los antecedentes a la Honorable Cámara de Diputados.


Con el siguiente da inicio a un proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura (boletín N° 8.010-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Con el tercero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7.962-06).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



Con el cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, con relación a los asuntos que se exponen a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (boletín N° 6.244-07).



3.- Proyecto de ley sobre responsabilidad en daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



4.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



5.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



6.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



7.- Proyecto que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (boletín Nº 7.449-11).



8.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de ellas (boletín N° 6.952-07).



9.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



10.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



11.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (boletín Nº 7.689-07).



12.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



13.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (boletín N° 6.152-10).



14.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



15.- Proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19).



16.- Proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (boletín N° 7.592-13).



17.- Proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (boletín Nº 7.411-01).



18.- Proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales, tratándose de ciertos ilícitos, y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.217-07).



19.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07).



20.- Proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (boletín N° 6.733-06).



21.- Proyecto aprobatorio del Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama el 13 de noviembre de 2010 (boletín Nº 7.830-10).



22.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (boletín Nº 7.408-07).



23.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07).



24.- Proyecto que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (boletín N° 7.862-03).



25.- Proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04).



26.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



27.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



28.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07).



29.- Proyecto de ley que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica (boletín Nº 7.899-11).



30.- Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte (boletín Nº 7.973-07).



31.- Proyecto de ley que regula la certificación de artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos (boletín Nº 7.141-08).



Con el mismo mensaje hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15).



2.- Proyecto aprobatorio del Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago el 6 de enero de 2011 (boletín N° 7.755-10).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (boletín N° 7.754-10).



4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (boletín N° 7.726-10).



5.- Proyecto aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y en Santiago, respectivamente (boletín N° 7.584-10).



Con el quinto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, con relación al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03).



Con el sexto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, en cuanto al proyecto aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), sobre los privilegios e inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya el 30 de octubre de 2007 (boletín N° 7.685-10).



Con el mismo mensaje hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto que modifica la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y establece normas especiales para la representación en juicio de adultos mayores (boletín N° 7.507-18).



Con el último retira la urgencia que hizo presente para el despacho del proyecto que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, creando el sistema de licencias de conducir con puntaje (boletín Nº 3.376-15).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 25 y 29 de octubre del año en curso para realizar visitas de Estado a las Repúblicas de Paraguay y Oriental del Uruguay y participar en la Cumbre Iberoamericana en la ciudad de Asunción.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con la enmienda que indica, al proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7.962-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para tabla.



Con el segundo señala que aprobó el proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos a combustible de leña y otros productos dendroenergéticos (boletín Nº 7.141-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse con relación al proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2331 del Código Civil; 41 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas; 38 de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes; 70 del Código de Minería, y segundo de la ley N° 19.573.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde una solicitud de información enviada en nombre del Honorable señor Walker (don Ignacio), sobre traslado de la plaza de peaje del complejo Los Libertadores.



Contesta consulta cursada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, respecto a la factibilidad de aplicar el régimen de jornada continua al sector Salud en Punta Arenas.



Atiende dos consultas formuladas en nombre del Honorable señor Horvath, referentes, la primera, al aumento de recursos del Fondo Común Municipal a la Municipalidad de Guaitecas para absorber gastos de generación eléctrica en Melinka, y la segunda, a la conveniencia de que los proyectos hidroeléctricos HidroAysén y Energía Austral incorporen una visión integral de sus potenciales de desarrollo para la macrorregión Aysén-Palena.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Sabag y Quintana, que insta a la incorporación progresiva de Chile en las Conferencias Internacionales de Autoridades de Protección de Datos y Privacidad (boletín Nº S 1.380-12).


Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Responde petición de antecedentes enviada en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a cantidad de concesiones marítimas otorgadas en la comuna de Coronel a empresas que señala y solicitudes en actual tramitación formuladas por estas.



Remite antecedentes requeridos en nombre del Honorable señor Horvath, atinentes a condiciones de barcazas que realizan servicio de transbordo a zona austral.



Atiende petición de antecedentes cursada en nombre del Honorable señor Navarro, relativa a accidente aéreo ocurrido en el mes de septiembre recién pasado en el archipiélago Juan Fernández.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señores Chahuán y Lagos, que solicita el establecimiento de un área marina protegida en el archipiélago Juan Fernández (boletín Nº S 1.392-12).


Del señor Ministro de Planificación:



Responde petición de antecedentes enviada en nombre de los Honorables señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Lagos, relativa a la ejecución presupuestaria de la glosa 08 asociada al Sistema de Protección Social Chile Solidario para financiar el ingreso ético familiar.



Del señor Ministro de Educación:



Da respuesta a acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señor Prokurica, señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Uriarte, sobre Premio Nacional de las Artes Plásticas póstumo al destacado pintor Claudio Bravo (boletín Nº S 1.390-12).


Contesta petición, efectuada en nombre del Honorable señor Horvath, para que esa Secretaría de Estado analice la situación de licenciados en ciencias, cuya carrera universitaria dura ocho semestres y los habilita para cursar posgrados, pero no para su contratación como personal directivo en la Administración del Estado.



Del señor Ministro de Salud:



Atiende petición de antecedentes formulada en nombre del Honorable señor Prokurica, acerca de becas otorgadas a médicos generales en la Región de Atacama.



Da respuesta a petición de información enviada en nombre del Honorable señor Frei (don Eduardo), tocante a acuerdos alcanzados por esa Secretaría de Estado con personeros de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada. 



Expresa, en respuesta a una solicitud de información remitida en nombre del Honorable señor Rossi, las razones que motivaron el retiro de la urgencia del proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos.



Del señor Ministro de Agricultura:



Responde solicitud de información enviada en nombre de la Honorable señora Rincón, en cuanto a reducción presupuestaria al Servicio Agrícola y Ganadero en la Región del Maule.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Atiende petición de antecedentes cursada en nombre del Honorable señor Horvath, concerniente a condición de barcazas que realizan servicio de transbordo a zona austral.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Remite antecedentes requeridos en nombre del Honorable señor Horvath, en cuanto a solicitud de concesión de uso de predio fiscal situado en el sector El Azul, comuna de O`Higgins, Región de Aysén, presentada por Las Margaritas S.A.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Informa sobre curso dado a denuncia interpuesta por el señor Presidente del Senado respecto de los hechos de público conocimiento ocurridos el día 20 de octubre pasado en el interior del edificio del Congreso Nacional en Santiago. 



Del señor Director General de Aeronáutica Civil:



Responde una consulta cursada en nombre del Honorable señor Walker (don Patricio), relativa a la veracidad de datos publicados en la prensa sobre complejidad de las pistas de los aeródromos de Tortel, Villa O`Higgins y Puerto Aguirre.



Del Jefe de Gabinete del Subsecretario de Pesca:



Remite copia de la resolución que autorizó a la Universidad de Concepción a realizar pesca de investigación y además adjunta, en archivo digital, nómina de personas que han obtenido similar autorización desde 2003 a la fecha, con las resoluciones respectivas, información pedida en nombre del Honorable señor Navarro.



Del señor Director General del Consejo para la Transparencia:



Da respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable señor Navarro, con relación a posible conflicto de intereses por razón de parentesco entre los señores Ministro de Minería y Subgerente General de SQM.



Remite copia de la decisión final recaída en una solicitud de amparo del derecho de acceso a la información de la Ley de Transparencia, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, en la que el Consejo declaró su incompetencia legal para conocer de reclamaciones en contra del Congreso Nacional.



Del señor Superintendente de Pensiones (s):



Responde a una petición, remitida en nombre del Honorable señor Walker (don Ignacio), respecto de las variables incidentes en la determinación de pensiones de vejez.



De la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Valparaíso:



Responde consulta, formulada en nombre del Honorable señor Walker (don Ignacio), sobre ejecución de obra de ampliación de segundo piso del Comité Villa Suecia, comuna de La Cruz.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, que instituye el 6 de octubre de cada año como “Día Nacional del Trabajador Ferroviario” (boletín N° 7.974-13) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Censura



Comunicación de los Honorables señores Chahuán y Uriarte, en representación de los Comités Renovación Nacional y Unión Demócrata Independiente, respectivamente, mediante la cual presentan, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento del Senado, un voto de censura al Presidente de la Corporación.



--Se toma conocimiento y queda para ser votada inmediatamente después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.

Mociones



Del Honorable señor Ruiz-Esquide, con la que da inicio a un proyecto de ley que prohíbe el anatocismo (boletín Nº 8.007-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que somete a cementerios al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (boletín Nº 8.015-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley que habilita a las municipalidades para regularizar posesión material y constituir dominio con arreglo al decreto ley N° 2.695, de 1979.



--Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los numerales 1° y 2° del inciso cuarto de dicho artículo.

Proyectos de acuerdo



Dos de los Honorables señores Navarro, Gómez y Quintana, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Sobre medidas en favor de la educación técnico-profesional (boletín Nº S 1.420-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



2.- Relativo a la prevención del trauma acústico en la población juvenil (boletín Nº S 1.421-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



De los Honorables señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica, Ruiz-Esquide y Walker (don Ignacio), sobre mejoramiento de prestaciones de salud del personal en retiro de las Fuerzas Armadas (boletín Nº S 1.422-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



De los Honorables señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath y Muñoz Aburto, referente a ampliación de vigencia de leyes sobre casinos municipales (boletín Nº S 1.423-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



Informe de la delegación de parlamentarios que concurrieron a la Centésimo Vigésima Quinta Asamblea de la Unión Interparlamentaria y reuniones conexas, desarrolladas en Berna, Suiza, entre el 14 y el 19 de octubre de 2011.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable señor Frei (don Eduardo) para ausentarse del territorio nacional entre los días 7 y 11 de noviembre en curso.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ESCALONA.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se ha dado a conocer la declaración de inadmisibilidad de una iniciativa legal de mi autoría tendiente a entregar a los municipios, por un período de tres años, las atribuciones establecidas en el decreto ley Nº 2.695 para el Ministerio de Bienes Nacionales, en lo relativo a la entrega de títulos de dominio.



Este es el fondo de la cuestión.



En la Región de Los Lagos, centenares o miles de familias tienen pendiente ese trámite durante ya decenas de años, con las graves consecuencias que ello conlleva: por ejemplo, no poder postular a subsidios sociales y beneficios de esa índole.



Hay casos aparentemente imposibles de resolver, como el de los llamados “palafitos”, en la comuna de Castro y otras, que incluso proporcionan una imagen del país en el exterior, pero, paradójicamente, sus ocupantes no cuentan con un título de dominio para poder acceder a una mejor calidad de vida.



Por ese motivo presenté la moción, aunque estoy consciente de que se trata de una facultad del Ejecutivo.



En consecuencia, pido que se oficie al Presidente de la República para pedirle que otorgue su patrocinio al proyecto de ley, con el propósito de que sea admisible y, en consecuencia, se cumpla un trámite legal que posibilite una solución para miles de personas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado.



--Así se acuerda.

)----------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, tal como se expuso hace unos minutos, los Comités Renovación Nacional y Unión Demócrata Independiente presentamos un voto de censura a su respecto.



En ese sentido, nos parece del todo conveniente poder avanzar en términos de explicarles a los Senadores, a través de una investigación interna, los hechos acaecidos hace dos semanas que condujeron a la suspensión o interrupción de una sesión del Congreso, en particular de la Subcomisión Mixta de Presupuestos encargada de la Partida Ministerio de Educación, que tenía por objeto escuchar a estudiantes y rectores de universidades.



En tal contexto, hacemos propicia la oportunidad que brinda la presente sesión de Sala para pedir que una investigación interna determine si hubo o no responsabilidades de personal de la Corporación, si se tomaron o no todas las medidas de seguridad correspondientes, porque creemos que lo sucedido fue grave y no debería constituir un precedente para la interrupción de otras sesiones del Congreso. Cabe calificarlo, además, como un ilícito penal.



En suma, señor Presidente, solicito que se adopten las medidas del caso para indagar los sucesos acaecidos un par de semanas atrás.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ya se tomaron, Su Señoría. Así que, cuando esté terminado el sumario, se darán a conocer las conclusiones de este a los señores Senadores.

)--------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pido a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Pesca pueda proseguir, en forma simultánea con la Sala, la sesión que inició a las 15, sin perjuicio de venir a votar los proyectos como corresponde. A la reunión que celebra concurren organizaciones de pescadores artesanales de distintas Regiones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeciones, ella se otorgará, pero con el compromiso, por incluirse en el Orden del Día proyectos que requieren quórum especial,...

El señor HORVATH.- De bajar a votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- ...de que sus integrantes concurran a pronunciarse cuando sean avisados, a fin de poder despachar, fundamentalmente, dos iniciativas, entre ellas la del SERNAC Financiero.



--Se accede.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Que se trate en el primer lugar del Orden del Día el proyecto signado con el número 4, esto es, el que modifica la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor.



2) Que, al inicio de la sesión respectiva, se rinda homenaje al señor Roberto Matta Echaurren el 9 de noviembre; al ex Senador señor Gabriel Valdés Subercaseaux el 16 de noviembre, y 23 de noviembre, al ex Senador señor Jorge Martínez Busch.

V. ORDEN DEL DÍA

MAYORES ATRIBUCIONES EN MATERIAS FINANCIERAS A SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor, con segundo informe de la Comisión de Economía e informe de las Comisiones de Hacienda y de Economía, unidas.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7094-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.


Economía (segundo): sesión 64ª, en 19 de octubre de 2011.


Hacienda y Economía, unidas: sesión 64ª, en 19 de octubre de 2011.


Discusión:


Sesión 15ª, en 4 de mayo de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 4 de mayo del año en curso y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Economía y un informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Economía.



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 2° permanente y tercero transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. El artículo 2° permanente crea cargos en la planta del SERNAC y el artículo tercero transitorio está directamente relacionado con la disposición recién señalada.



Estas normas deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Economía efectuó una serie de enmiendas al texto despachado en general, las que fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, que serán puestas en votación.



Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó diversas modificaciones al texto despachado por la Comisión de Economía, las que acordó por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas, que serán puestas en votación oportunamente.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite su discusión y votación o existan indicaciones renovadas. De estas modificaciones unánimes, las recaídas en los artículos 17 E y 59 bis, contenidos en el artículo 1° del proyecto, requieren el voto conforme de 22 señores Senadores.



Finalmente, la Secretaría indica que la Sala debería, además, acordar una modificación de referencia en el artículo 10 de la Ley sobre Protección de los Consumidores, en el sentido de suprimir la frase “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 55”, ya que el artículo que se menciona corresponde a un texto derogado por la ley N° 19.955, de 2004. Además, la iniciativa en discusión agrega un artículo 55 que dice relación con otra materia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, en primer lugar, se pondrán en votación las enmiendas aprobadas por unanimidad, incluidas las que requieren quórum especial.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones acogidas en forma unánime, incluidas las que requieren quórum especial (26 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Carlos Larraín, quien, estando presente, no pudo votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde pronunciarse sobre las modificaciones acordadas por mayoría en las Comisiones.



Según el boletín comparado, la primera de ellas es para intercalar, en la letra a) del inciso segundo, nuevo, del artículo 3°, antes del punto y coma, la frase “, y ser informado por escrito de las razones del rechazo a la contratación del servicio financiero, las que deberán fundarse en condiciones objetivas”.



Esta enmienda fue aprobada por 3 votos a favor (Senadores señores Escalona, Frei y Tuma) y dos votos en contra (Senadores señores Kuschel y Novoa).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, tengo una duda.



No sé qué informe se vota primero. Porque en la Comisión de Economía esta modificación fue rechazada 3 votos contra 2, y después, en la de Hacienda -no en las Comisiones unidas- se aprobó por 3 votos contra 2.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Conforme al boletín comparado, estamos en el inciso segundo, letra a), que no me aparece rechazado por la Comisión de Economía, ni en una primera o segunda votación aprobado. 



Sí me figura en el comparado la modificación introducida por las Comisiones de Hacienda y de Economía, unidas, mediante la cual se aprueba por unanimidad el reemplazo de una referencia, y a continuación, la intercalación de la frase que leí, aprobada solo por mayoría de votos, tal como se señaló.



Repito: se intercala en la letra a) del artículo 3°, antes del punto y coma, la frase: “, y ser informado por escrito de las razones del rechazo a la contratación del servicio financiero, las que deberán fundarse en condiciones objetivas”. Se refiere a los derechos del consumidor de productos o servicios financieros. 



Esta intercalación fue aprobada por tres votos a favor (Senadores señores Escalona, Frei y Tuma) y dos en contra (Senadores señores Kuschel y Novoa).

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la enmienda a la letra a) del inciso segundo, nuevo, del artículo 3°. 

El señor LAGOS.- ¿Cómo se vota?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la modificación introducida en las Comisiones unidas deben votar “sí”; quienes se hallen en desacuerdo, “no”.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 13 votos a favor y 13 en contra.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Rossi, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha producido un empate.



Reglamentariamente, se debe repetir la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- En consecuencia, en votación otra vez la referida intercalación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la intercalación introducida en la letra a) del inciso segundo, nuevo, del artículo 3° (14 votos a favor y 13 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Quintana, ya que su preferencia no quedó registrada en la pantalla. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el artículo 17 B, letra b), la Comisión de Economía resolvió intercalar la palabra “legales” a continuación de la expresión inicial “Las causales”. Por su parte, las Comisiones unidas acordaron suprimir el término “legales” que se había incorporado, por cuatro votos a favor (Senadores señores Escalona, Frei, Novoa y Tuma) y una abstención (Senador señor Kuschel).

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la supresión del término “legales”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del término “legales” en la letra b) del artículo 17 B (29 votos favorables).



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

El señor GIRARDI (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Orpis, Kuschel y Espina.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en el inciso primero del artículo 55, las Comisiones unidas acordaron, respecto del texto despachado por la Comisión de Economía, sustituir el término “podrá” por “deberá”, y agregar, entre el término “financiero” y el punto aparte, que se reemplaza por dos puntos, la siguiente oración: “, cuando dichas entidades lo soliciten y demuestren cumplir con las siguientes condiciones”. 



Lo anterior fue aprobado en las Comisiones unidas por cuatro votos a favor (Senadores señores Carlos Larraín, Hernán Larraín, Tuma y Zaldívar) y una abstención (Senador señor Escalona).

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación las enmiendas al inciso primero del artículo 55.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones al inciso primero del artículo 55 (28 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Escalona.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La otra modificación al inciso segundo de la misma disposición se aprobó también por igual mayoría a la señalada antes, cuatro votos a favor y una abstención; y es consecuente con la enmienda recién acogida. En consecuencia, ya no sería necesario el encabezado que contenía. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la norma en cuestión con la misma votación que se acaba de registrar. 



--Con la misma votación anterior (28 votos a favor y una abstención), se aprueba la enmienda al inciso segundo del artículo 55.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Economía aprobó con los votos a favor de los Senadores señores Espina, García, Pérez Varela y Zaldívar y la abstención del Honorable señor Tuma, la siguiente modificación al inciso segundo del artículo 55 A: “Excepcionalmente, y previa solicitud fundada del Servicio Nacional del Consumidor, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, mediante resolución exenta, podrá extender este plazo hasta por ciento ochenta días adicionales, si el número de contratos sometidos a su consideración excede la capacidad de revisión detallada del referido Servicio.”.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la modificación al inciso segundo del artículo 55 A (29 votos favorables).



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en el mismo artículo 55 A, la Comisión de Economía consideró el siguiente inciso tercero: “Si el Servicio Nacional del Consumidor no se pronuncia en el plazo indicado en el inciso primero o, en su caso, dentro del plazo extendido conforme al inciso anterior, el o los contratos sometidos a su conocimiento contarán con Sello SERNAC por el solo ministerio de la ley.”.



Dicha enmienda fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Espina, Pérez Varela y Tuma y dos en contra de los Honorables señores García y Zaldívar. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la modificación al inciso tercero del artículo 55 A (21 votos a favor, 4 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma y Uriarte.



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo la señora Alvear.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por último, la Comisión de Economía introdujo un nuevo texto del artículo 62, cuyo inciso primero dice lo siguiente: “El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo dictará uno o más reglamentos para regular las disposiciones de la presente ley. Tratándose de materias regidas por leyes especiales, el reglamento correspondiente llevará, además, la firma del Ministro del respectivo sector.”.



La primera oración se aprobó por unanimidad. Pero la segunda, vale decir, la que comienza por “Tratándose de materias regidas por leyes especiales...”, se acogió por tres votos a favor de los Honorables señores García, Pérez Varela y Zaldívar y dos en contra de los Senadores señores Espina y Tuma. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión la segunda oración. 



Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no voy a cuestionar a la Secretaría porque no corresponde. Pero hasta donde recuerdo -y así me lo hace presente el Honorable señor Pérez Varela- yo propuse esta norma. Por lo tanto, mal podría haber votado en contra después de sugerirla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, me permito recordar al Senador señor Espina que en el debate estuvimos de acuerdo en que el Ministro de Economía, Fomento y Turismo sea el que dicte uno o más reglamentos para regular las disposiciones de la presente ley. 



Sin embargo, tratándose de materias regidas por leyes especiales, teníamos que recurrir a solicitar la firma al Ministro respectivo, lo que le quitaba total independencia al titular de Economía. 



Por esa razón, voté en contra de que el reglamento correspondiente incluyera la firma de otro Secretario de Estado distinta a la del Ministro de Economía.



Así ocurrió, y el Honorable señor Zaldívar lo secundó en su postura. 

El señor GIRARDI (Presidente)- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en  forma excepcional, no estuve de acuerdo con el Honorable señor Tuma. 



En verdad creo que, cuando se dicta un reglamento en el que se involucra a uno o más Secretarios de Estado, lo lógico es que ellos concurran a firmarlo. No bastaría solo la rúbrica del Ministro de Economía, por mucho respeto que le tengamos y que se encuentre presente en la Sala. 



Pero, como buena práctica administrativa, es conveniente que el Ministro del respectivo sector suscriba el reglamento que se dictará.  Debe tener su opinión y firma. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA.- ¿Se pidió votación separada igual que en la Comisión?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo indicar que solo la segunda oración de la citada norma fue objeto de aprobación por mayoría. Es decir, la primera parte, que señala: “El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo dictará uno o más reglamentos para regular las disposiciones de la presente ley.”, de acuerdo al informe de la Comisión de Economía, fue acogida por la unanimidad de los cinco miembros de ella. 



Por consiguiente, corresponde votar la segunda parte, referente  al tratamiento de materias regidas por leyes especiales, en que el reglamento correspondiente deberá llevar, además, la firma del Ministro del respectivo sector, disposición aprobada por mayoría de tres votos a favor y dos en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la segunda oración del inciso primero del artículo 62 que se agrega a la ley Nº 19.496 (25 votos contra 5), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron a favor las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron en contra los señores Girardi, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, agradezco sinceramente el trabajo realizado por la Comisión de Economía respecto del proyecto sobre SERNAC Financiero. Se logró un acuerdo unánime en prácticamente casi todos los artículos.



Deseo recordar que en la discusión sostenida en la Comisión el Senador señor Tuma solicitó al Ejecutivo enviar un proyecto que abordara la tasa máxima convencional. Lo señalo, porque el Gobierno cumplió su palabra: ingresó la iniciativa y esta Corporación ya la está analizando.



Quería mencionar lo anterior, debido a que ello es fruto del acuerdo que se logró en la Comisión.



Con posterioridad, en la de Hacienda también hubo una labor muy intensa, en un comienzo como órgano especializado, pero de lo que hubo poco, al abordar todo el proyecto de nuevo. Pero debo reconocer que lo perfeccionó. Y luego lo analizaron ambas Comisiones, unidas.



El hecho de que una iniciativa de esta naturaleza se despache prácticamente por unanimidad en la forma en que fue aprobada ahora valora el trabajo de los señores Senadores, lo que no puedo dejar de señalar. Ojalá otros proyectos de este tipo puedan ser despachados con este mismo grado de acuerdo, lo que, a mi juicio, prestigia especialmente al Senado y en general al Congreso Nacional.



En consecuencia, agradezco a los Senadores que participaron en la tramitación de la iniciativa.

ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE PLEBISCITOS Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, sobre plebiscito y consultas de carácter comunal, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7308-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2011.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Discusión:


Sesión 40ª, en 3 de agosto de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que asumimos el compromiso de levantar la sesión a las 18, a fin de que funcione la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La urgencia del proyecto vence mañana.



La iniciativa se aprobó en general en sesión de 3 de agosto y cuenta con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, la cual deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos Segundo y Tercero, que adecuan textos legales referidos al plebiscito comunal, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



El artículo Segundo requiere los votos conformes de 22 señores Senadores para ser aprobado.



La Comisión realizó diversas enmiendas al texto despachado en general, las que acordó en forma unánime. Estas modificaciones deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. Requieren los votos conformes de 22 señores Senadores para ser aprobadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las propuestas de la Comisión.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pido votar por separado el nuevo texto del artículo 100, que se introduce mediante el número 2 del artículo Primero del proyecto.



El inciso primero del mencionado artículo establece que para llamar a plebiscito debe contarse con la firma del 10 por ciento de los ciudadanos que concurrieron a sufragar en la última elección de alcalde. Hoy se requiere el 5 por ciento. Creo que la idea de la ley en proyecto es facilitar la realización de tal consulta y no dificultar que las personas puedan pedir al municipio su realización, tan importante desde el punto de vista ciudadano.



Y en el caso del inciso segundo, solicito una precisión del órgano técnico.



El inciso primero de la norma señalada dispone: “Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, a lo menos el 10% de los electores inscritos con derecho a sufragio (...), debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral.”.



Y en el inciso siguiente dispone: “El funcionario habilitado del Servicio Electoral será designado por el Director Regional y certificará las firmas de los electores a solicitud de los interesados, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinaria, según determine el Director del Servicio Electoral.”.



Mi pregunta a la Comisión apunta a saber si las firmas requirentes están consideradas de forma gratuita. Eso no se señala en la norma. 



Entonces, mi preocupación  -quiero que quede en la historia de la ley- radica en la necesidad de que las firmas -sean del 5 o del 10 por ciento de los ciudadanos- sean gratuitas; o sea, que no haya obligación de pago. 



Respecto del Registro Civil y del Servicio Electoral es posible que lo establezca el Ejecutivo. Y en el caso de los notarios se podría incorporar en la normativa como una carga.



En consecuencia, como no está dispuesto así, salvo en lo correspondiente a los pagos para el oficial del Servicio Electoral, deseo que se me informe si la ley futura  preceptúa la gratuidad para las firmas que deben recolectar los ciudadanos, tanto en el Registro Civil como en el Servicio Electoral y en las notarías.



Por estas razones pedí votación separada.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como la Sala del Senado sabe, los plebiscitos comunales se encuentran establecidos en nuestra legislación y, por lo tanto, tienen plena vigencia. Durante todos estos años se han realizado oficialmente solo tres: uno en la comuna de Las Condes, otro en la de Vitacura y un último en la de Zapallar. Claramente, de la sola mención de dichas comunas se infiere que el problema principal para que este instrumento de participación ciudadana pueda llevarse a cabo en plenitud radica en los costos que conlleva.



En consecuencia, el proyecto presentado por el Ejecutivo busca dar facilidades para que se sometan a consulta plebiscitaria distintas materias de orden comunal.



Por el escaso tiempo de que disponemos, me referiré a cuatro o cinco medidas mediante las cuales se logra lo anterior.



Una es la mencionada por el Senador señor Gómez. Actualmente, las firmas son solo ante notario, quienes cobran por ello. El proyecto incorpora un delegado del Servicio Electoral. Y esta entidad solo podrá cobrar los derechos de traslado y horas extraordinarias de ese funcionario. No se deberá cancelar por cada una de las firmas que se acrediten ante dicho delegado.



La segunda disposición que facilita la celebración de un plebiscito modifica la norma conforme a la cual el llamado a celebrarlo tiene que publicarse en el Diario Oficial y en un diario de los de mayor circulación en la comuna. Se agrega que también se publicitará en el sitio electrónico institucional de la municipalidad. 



Por lo tanto, también vemos que hay un avance sustancial en esta materia.



La otra disposición que, a mi juicio, facilita la participación ciudadana es la que propone que los plebiscitos comunales serán vinculantes si en ellos vota “más de un 40% del total de electores que haya sufragado en la última elección de alcalde”. Tal condición respecto del resultado permitirá que sea mucho más factible cumplir el objetivo de la consulta que con la norma en vigor, que establece carácter vinculante si vota “más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna”, cuestión extraordinariamente difícil de alcanzar.



La cuarta modificación que facilita la realización de plebiscitos comunales es la que plantea la posibilidad de llevarlos a cabo el día de las elecciones presidenciales. La actual normativa señala que no podrán celebrarse plebiscitos comunales dentro del mismo año en que corresponda efectuar elecciones municipales, y establece una serie de limitaciones en los años en que se realicen elecciones populares de otro tipo. 



Aquí se mantiene la restricción para el año en que se celebren elecciones municipales, pero se autoriza el mismo día de las presidenciales o parlamentarias efectuar consultas comunales sobre determinada materia, lo cual hace mucho más sencilla la convocatoria ciudadana.



Y la quinta enmienda es la principal.



La ley hace prácticamente imposible que cualquier comuna pueda efectuar un plebiscito, pues la norma correspondiente le hace aplicable el Título VI, “Del Orden Público”, de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. O sea, se debe designar a un oficial de Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea o de Carabineros, para que ejerza el mando de la fuerza encargada de mantener el orden público durante todo el período eleccionario, igual que en una elección presidencial.



Ante ello, se propone una modificación sustancial: que no opere lo dispuesto en dicho Título VI en la realización de los plebiscitos comunales. Si bien las otras enmiendas también son relevantes, esta última, a mi juicio, hace toda la diferencia, porque facilita en forma importante la concreción de tales consultas.



Otra materia que incorpora el proyecto es lo relativo a las consultas no vinculantes, las cuales incluso pueden ser por sectores o barrios de determinada comuna.



En consecuencia, la iniciativa que nos ocupa, enviada por el Gobierno, viene a facilitar la aplicación de una ley que el Congreso Nacional estableció como necesaria hace unos 10 años, pero que hasta ahora no ha tenido ejecución práctica.



Las enmiendas que aprobemos hoy -espero- por unanimidad van a ser realmente aplicables; por tanto, tendremos plebiscitos comunales no en forma excepcional, sino de manera mucho más cotidiana.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito a la Sala la autorización para que ingrese el señor Miguel Flores, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez y luego, el señor Ministro Larroulet.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como va a intervenir el señor Ministro, quisiera que se aclarara un punto importante.



El artículo 100 de la ley N° 18.695 se refiere a los plebiscitos comunales. Establece lo siguiente: “Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma, ante notario público u oficial del Registro Civil, a lo menos el 5%  de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna al 31 de diciembre del año anterior, debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral.”.



A continuación, el artículo 104 señala: “La realización de los plebiscitos comunales, en lo que sea aplicable, se regulará por las normas establecidas en la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con excepción de lo dispuesto en el artículo 175 bis.



“En todo caso, el costo de los plebiscitos comunales será de cargo de la municipalidad respectiva.”.



Se establece entonces que tales consultas son de cargo de los municipios. 



Sin embargo, en el artículo 100 que se propone, se introduce una carga al convocante que no existía en la legislación. De ahí surge mi preocupación.



El inciso segundo de dicho artículo dice:



“El funcionario habilitado del Servicio Electoral será designado por el Director Regional y certificará las firmas de los electores a solicitud de los interesados, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinaria, según determine el Director del Servicio Electoral.”.



Entonces, aquí se está agregando una carga no al municipio, sino al convocante de los plebiscitos. O sea, se lo está obligando a pagar una suma de dinero, exigencia que antes no existía.



Además, el texto propuesto no indica con claridad que la certificación de las firmas que recolecten los convocantes será gratuita para ellos. 



Esa es mi pregunta, señor Ministro, a efectos de que el proyecto favorezca la participación y no genere una carga imposible de cumplir.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como se ha señalado, esta iniciativa es trascendental para facilitar la participación ciudadana en asuntos relevantes para la vida de las comunidades locales. En parte importante, aquella recoge una serie de proyectos que habían sido presentados sobre la materia en el pasado.



Asimismo, a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización concurrieron representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades, de diversas comunidades y de juntas de vecinos. Por tanto, el texto propuesto contó con el apoyo de todos los sectores involucrados. 



Además, la idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de dicho órgano técnico.



Durante el debate en la Comisión se plantearon indicaciones que, desde nuestra perspectiva, no cambian la naturaleza y el propósito final del proyecto, cual es, facilitar la realización de los plebiscitos comunales. En ese sentido, no se modifica lo propuesto al agregar restricciones adicionales. 



En todo caso, una de las preocupaciones manifestadas por el Ejecutivo fue que la iniciativa no significara nuevas cargas económicas a los gobiernos comunales ni a los convocantes.



Un ejemplo muy concreto de ello lo constituye una de las reformas más prácticas del proyecto. Hoy día no se autorizan plebiscitos comunales en la fecha en que se efectúa una elección parlamentaria o presidencial. Y la mayoría de los países del mundo en tales elecciones nacionales agrega consultas sobre materias de interés para la comunidad local. Tal convocatoria claramente no implica una carga adicional.



Ahora, señor Presidente, respecto a lo planteado por el Senador señor Gómez, preferiría que el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo diera la explicación pertinente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Con acuerdo de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor FLORES (Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo).- Gracias, señor Presidente.



Haré un comentario general y dos particulares, a fin de dar respuesta a la consulta del Honorable señor Gómez.



El primero es que se mantiene la norma que dispone que los costos de los plebiscitos son de cargo de los municipios respectivos. Ese criterio general no se modifica.



Respecto del costo para los ciudadanos que convocan a plebiscito -entiendo que esa es la pregunta-, cabe precisar que se mantiene también la disposición legal referida al costo que se cobra por la firma ante el notario pertinente. Esto tampoco se enmienda en la iniciativa propuesta.



La única situación diferente es que, como se incorpora a un funcionario del Servicio Electoral para certificar las firmas de los ciudadanos que convocan a plebiscito, se incluyó una disposición mediante la cual se establece que el costo de traslado de aquel será de cargo de los convocantes. 



Esa es la única carga -por así decirlo- adicional. 



Por otra parte, se amplía la posibilidad de contar con funcionarios públicos habilitados para certificar la recepción de las firmas, lo que constituye un avance.



En definitiva, el costo adicional dice relación con el traslado y las horas extraordinarias que le significarán a tal funcionario tener que ir a una localidad aislada, más pequeña, que aquella donde tiene su asiento el Servicio Electoral, que habitualmente -entiendo- es la capital regional.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo la sensación de que estamos perdiendo una gran oportunidad al tratar un tema tan sensible como el plebiscito de carácter comunal. 



¡No tenemos acuerdo para consultas a nivel nacional! 



Yo demando al Gobierno definiciones sobre el plebiscito en el plano nacional: participación de todos los ciudadanos no solo en las materias atinentes a la comuna, sino en la totalidad de los asuntos de interés público.



Estamos perfeccionando el ejercicio de un derecho en el ámbito comunal, pero negamos el derecho a nivel nacional. 



Me mueve el afán de que existan consultas ciudadanas en el país entero, no solo en las comunas. Por tanto, siento que queda pendiente un debate.



Algunos parlamentarios, después de la tan bullada ocupación de la sede del Senado en Santiago, nos comprometimos, a través de la firma de un documento -yo voy a cumplir; seré fiel a mi palabra-, a presentar un proyecto de ley para reformar la Constitución a fin de instaurar el plebiscito de carácter nacional; o sea, a avanzar un poco en quitarle poder a la “monarquía presidencial”. 



Ahora, con relación a la iniciativa que nos ocupa sobre plebiscito y consultas de carácter comunal, me surge una pregunta: ¿cuál es el gran avance respecto de la legislación vigente? 



Actualmente se exige la concurrencia de a lo menos el 5 por ciento de los ciudadanos inscritos para poder efectuar la convocatoria. En el texto original se hablaba de “ciudadanos”; en la propuesta de la Comisión dice “electores”. ¿Cuál es la diferencia entre electores y ciudadanos habilitados para votar?



Yo esperaría un proyecto que buscara posibilitar, dinamizar, estimular la participación ciudadana. Sin embargo, hasta ahora lo que les decimos a los electores es que tendrán que pagar los gastos.



O sea, esta será una ley para comunas ricas. Lo manifestó el Senador Pérez Varela: Zapallar, Vitacura y Las Condes son las únicas comunas que se han atrevido a efectuar plebiscitos. Las demás no los realizan, porque implica un costo inherente. 



Otras comunas, como Concepción, inventaron una modalidad para consultar a la ciudadanía, pero no era legal. Lo mismo hizo Lota, sobre materias de educación.



Señor Presidente, desde ya anuncio mi voto negativo a cualquier propuesta que conlleve costo para los electores. 



¡El Estado debe financiar la democracia! 



Si ahora me dicen que los ciudadanos tendrán que pagar su participación en un plebiscito, entonces estamos analizando el asunto desde una perspectiva distinta. Claramente, el Estado financia las votaciones populares en todos los niveles. ¿Por qué no habría de aplicarse la misma norma para las consultas comunales?



Es decir, si con platas públicas se financia a los candidatos a Presidentes de la República, a senadores, a diputados, a alcaldes, a concejales, y también el proceso electoral completo -esos son miles y miles de millones de pesos-, ¿por qué razón a los ciudadanos de una comuna que quieren participar para decidir acerca de su entorno, del plan regulador o de un conjunto de ordenanzas les decimos: “Ustedes deben hacerse cargo de pagar los costos de traslado del funcionario habilitado, según lo determine el Director Regional del Servicio Electoral”?



Señor Presidente, no sé cuál es la idea matriz del proyecto -no tengo a la vista el informe-, pero estoy por pedir segunda discusión, porque, además de lo expuesto, considero que también debiera abordar un tema emergente: el relativo al conflicto que se ha suscitado en la comuna de Peñalolén -tal vez algunos Senadores lo conocen-, producto de una convocatoria a plebiscito para ratificar el plan regulador. 



Allí, Claudio Orrego, un extraordinario alcalde, llamó a dicha consulta con acuerdo del concejo. Fue un largo proceso de participación ciudadana, según me explicó él personalmente. Sin embargo, Lautaro Guanca, gran concejal de la misma comuna, reunió las firmas necesarias y convocó también a un plebiscito, pero con preguntas y determinaciones diferentes.



Ante ese conflicto, es preciso dirimir cuál de las dos convocatorias tiene prioridad. Las dos son legítimas y autorizadas por la ley, tal como lo dispone el artículo 99: “El alcalde, con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del mismo y a solicitud de dos tercios de los integrantes en ejercicio del consejo comunal de organizaciones” -habla de “organizaciones”- “de la sociedad civil, (...) someterá a plebiscito”, etcétera.



¿Cuál de las dos convocatorias tiene preeminencia?



Tal controversia provocó un fuerte debate con la Contraloría. Y esta emitió una respuesta, que no conozco pero que fue más bien salomónica. 



¿Cuál es la consulta que prevalece frente a una disyuntiva entre el concejo municipal, el alcalde y los ciudadanos sobre el mismo objetivo?



La iniciativa en debate debiera resolver esa situación, ya sea por la fecha en que se realizaron las convocatorias, ya sea por la cantidad de preguntas. 



¡Tenemos un caso latente! 



Si dejamos pasar esta oportunidad y no aprendemos de la situación de Peñalolén a través de una discusión para dirimirla, esto va a generar polémica entre Gobierno y Oposición.



Algunos alcaldes no han querido hacer plebiscito. Nos pasó con el jefe comunal de Penco, Guillermo Cáceres, respecto a una termoeléctrica: la ciudadanía quería convocar; el alcalde, no.

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Pido un minuto para terminar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Bien.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- En definitiva, no sé cuál de las dos soberanías se prioriza cuando existe acuerdo para realizar un plebiscito pero no concordancia respecto a las preguntas, y se convoca a dos consultas de manera paralela.



Planteadas tales dudas (primero, que no hay normas que estimulen la participación; segundo, que existen disposiciones que gravan a los electores que quieran participar en el plebiscito, y tercero, que no se abordan situaciones como el conflicto surgido en Peñalolén respecto al plan regulador, donde la Contraloría ha tenido que resolver a medias), debiéramos aprovechar el debate de este proyecto para profundizar en la materia, en lugar de despachar un texto sin dichas precisiones.



Por lo tanto, señor Presidente, pido al señor Subsecretario de Desarrollo Regional que se refiera a las inquietudes planteadas. Y si su respuesta no fuera satisfactoria, me vería en la necesidad de pedir segunda discusión, para intentar determinar con los miembros de la Comisión tales alcances.



Yo estoy de acuerdo con la ley en proyecto. Sin embargo, siento que faltan elementos imprescindibles.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, deseo manifestar mi respaldo, en general, a las normas de esta iniciativa sobre plebiscito y consultas de carácter comunal, por razones opuestas a las esbozadas por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



El proyecto tiene la peculiaridad de que se refiere a asuntos concretos, de alcances limitados, perceptibles por la comunidad próxima.



Yo ejercí como concejal durante muchos años, hasta hace cinco meses, y como alcalde por un período corto. Resulta relevante ver cómo los vecindarios -por llamarlos de algún modo- se interesan por los asuntos que perciben como más cercanos. 



En cambio, la idea del plebiscito sobre temas universales y, más bien, difusos, que hoy día se esgrime, es muy distinta.



En los cantones suizos el plebiscito se efectúa un día domingo con una convocatoria específica sobre asuntos concretos. Y esa es una expresión válida de la soberanía popular, mucho más que la que se orienta a cuestiones de carácter universal, como sería reformar el Texto Constitucional, tal cual se viene esgrimiendo en el país de un tiempo a esta parte.



Llama particularmente la atención lo dicho en esta Sala en cuanto a que esa consulta pudiera ser la antesala, la sinopsis o el proemio -para usar una palabra aún más compleja- de un sistema de democracia plebiscitaria, que ha sido practicado, con grave daño para las libertades públicas, en nuestra hermana República de Venezuela.



En Chile soplan grandes vientos reformistas sobre las instituciones políticas, incluso desde lugares inesperados, insólitos. Pero los alegatos en favor del plebiscito sobre asuntos de carácter constitucional y constituyente provienen generalmente de la Izquierda, salvo la excepción a la cual me acabo de referir.



Por lo tanto, aquí hay un ejercicio legítimo de la soberanía popular en temas específicos, concretos, comprensibles.



La única reserva que podría esgrimir en mi condición de ex alcalde, tras haber redactado de puño y letra el plan regulador de Las Condes -y no me jacto de ello-, es que los planes reguladores significan hoy día una nomenclatura sumamente compleja, llena de siglas y términos derivados de disciplinas que son difícilmente asibles, incluso por quienes estábamos metidos en su redacción. Actualmente, tal conocimiento es casi esotérico.



Salvo ese alcance, me parece que la idea en general tiene ese carácter concreto, diametralmente opuesto al que caracteriza a las democracias plebiscitarias mediante las cuales las personas dedicadas a sus ocupaciones propias empiezan a opinar, por ejemplo, sobre la libertad de enseñanza manifestándose en las calles de maneras -digamos- peculiares.



Por eso me atrevo a sostener que la iniciativa en debate es favorable a la expansión de la democracia en áreas concretas.



Ahora bien, el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, mientras se discutía este proyecto, se mostró partidario de la intervención de notarios, quienes naturalmente, por su oficio y por el desempeño de su actividad, perciben remuneraciones, lo cual encarece el proceso de plebiscito universal.



En cambio, los Senadores de este lado del Hemiciclo estuvieron a favor de que la labor de ministros de fe pública fuera desempeñada por delegados del SERVEL, quienes la realizan como parte de su obligación de funcionarios públicos.



Por lo tanto, aquí ya noto una pequeña contradicción, cosa que no debiera espantarnos mayormente en este caso.



En definitiva, manifiesto mi parecer favorable a esta iniciativa, a pesar de que algunas personas puedan entender que esto constituye una pequeña introducción a una película para mayores que se estaría preparando desde ciertos ámbitos de la Concertación.



Por último, no puedo dejar de referirme a un hecho que...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Decía que no puedo dejar de señalar que el criterio favorable a este proyecto se encuentra inducido por la ocupación ilegítima e ilegal de una sala del Senado ocurrida hace poco por una delegación de generación espontánea.



Realmente eso constituye una contradicción para una formalización de los pareceres de los ciudadanos, pues considero que ambas cosas están muy reñidas entre sí.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, insisto en que esta iniciativa es muy significativa.



Si estuviéramos en la época de los pipiolos y los pelucones, a lo mejor un proyecto de esta naturaleza carecería de importancia porque aquellos eran muy poquitos y los que tenían recursos podían hacer este tipo de consultas.



Sin embargo, si hoy día estamos pensando en propiciar un espacio de participación ciudadana comunal -no diré “nacional” para que no se ponga nervioso mi amigo, el Senador Carlos Larraín-...

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Comunal.

El señor GÓMEZ.- Claro, comunal.



Por ejemplo, en una comuna de cien mil habitantes se requiere el 10 por ciento, o sea, 10 mil firmas. Si el notario cobra mil pesos por cada una, estamos hablando de diez millones de pesos que deben cancelar los convocantes. Y aquí algunos colegas me dicen: “No, es que para eso están el Registro Civil y el Servicio Electoral”.



Yo conozco ambos servicios -me imagino que Sus Señorías también- y debo recordarles que no es fácil para estos contar con el tiempo y con los funcionarios necesarios para recibir 10 mil firmas de modo gratuito.



Yo presenté una indicación, que fue declarada inadmisible -lo cual no me parece correcto-, para reemplazar la frase “, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinarias, según determine el Director del Servicio Electoral.”, por la siguiente oración: “La inscripción de las firmas requeridas en el presente artículo, independiente de si el trámite se efectúa ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, tendrá el carácter de gratuito para los interesados.”.



Como entendí que la gratuidad no era posible establecerla en función de órganos públicos, supuse que estaba bien declarada la inadmisibilidad. Sin embargo, el propio Ministro Secretario General de la Presidencia y el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo me han dicho que esa materia se halla contemplada en la ley y, por ende, la gratuidad en esos órganos está consagrada en la legislación.



Y la fijación de gratuidad en el caso de las notarías no puede ser declarada inadmisible porque no se trata de entes públicos, sino de instituciones que cobran por los servicios que prestan.



En consecuencia, la indicación en comento tiene que haber sido declarada admisible y debe votarse.



Por lo tanto, a efectos de discutir realmente el concurso de la población en materia de plebiscitos comunales, tenemos que otorgar las facilidades del caso y no imponer un gravamen de tal naturaleza a la ciudadanía que deba juntar 10, 5 o 2 millones de pesos, en circunstancias de que se trata -estoy hablando de comunidades grandes y pequeñas- de que haya participación ciudadana.



Por las razones expuestas, señor Presidente, creo que la inadmisibilidad es equívoca y, por ende, le pido a la Mesa que declare la indicación admisible y que se vote. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, deseo responder las intervenciones tanto del Senador señor Navarro como del Honorable señor Gómez.



Ante todo, debo recordar que los plebiscitos comunales fueron establecidos en la década de los 90, ocasión en la cual el Senador Navarro votó para que tal mecanismo solo pudiera realizarse ante notarios, quienes evidentemente cobran.



Acá, por el contrario, se incorpora una norma en la cual se dispone que un funcionario delegado por el Servicio Electoral será designado para certificar las firmas, con el objeto de que dicho trámite no irrogue costo para los solicitantes.



¿Qué se va a pagar? Naturalmente ese funcionario tendrá que incurrir en gastos de traslado y trabajará horas extraordinarias. Esos son los costos que se deberán asumir.



Lo que aquí se está haciendo, efectiva y realmente, es modificar las normas para facilitar el ejercicio de un instrumento de participación ciudadana como son los plebiscitos.



El plebiscito comunal que se consagró en la década de los 90 -que contó con el voto favorable del Senador Navarro- exigió la aplicación íntegra del Título VI (del Orden Público) de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, esto es, encargar el resguardo del orden público a las Fuerzas Armadas y Carabineros, nombrar un oficial que asuma el mando de estas, proceder al cierre del comercio, establecer zona seca, todo lo cual hacía inviable este ejercicio en muchas comunas del país.



¿Qué hace el proyecto en debate? Elimina las obligaciones que recaen en las comunas.



Asimismo, el plebiscito comunal establecido en los años 90 exige que la convocatoria o llamado se realice mediante la publicación en el Diario Oficial o en un periódico de circulación nacional. Ambos requisitos son eliminados a través del proyecto, posibilitando la divulgación en un diario de circulación comunal e incluso en portales de Internet para facilitar que los municipios o las personas puedan convocar a plebiscito.



Por lo tanto, yo no veo que las modificaciones propuestas complejicen las cosas. Al contrario: la normativa vigente es extraordinariamente compleja y hace inviable la factibilidad de los plebiscitos. Con razón los alcaldes se oponían al ejercicio de este mecanismo porque significaba costos mayores a las disponibilidades reales de los municipios. Sin embargo, en adelante será perfectamente posible llevarlo a cabo.



Con respecto al caso de Peñalolén, quiero aclararle al Senador Navarro que el proyecto no innova en cuanto a los requisitos establecidos en la década de los 90 para proceder a plebiscito, ya sea que lo convoque el alcalde con el acuerdo del concejo municipal, a requerimiento de los dos tercios de los concejales o por iniciativa de un número determinado de ciudadanos, y se hace conforme a las actuaciones legales correspondientes a un municipio, es decir, a través de un decreto que fija la consulta.



Si alguien en la comuna desea objetar dicho decreto, debe concurrir ante los tribunales electorales, que son los encargados de resolver, tal como dispone la normativa aprobada en los años 90.



Por lo tanto -vuelvo a señalar-, aquí no se está incorporando ninguna exigencia adicional. Todo lo contrario. Se están sacando requisitos, se están sacando obligaciones, se están sacando costos para que estos plebiscitos se puedan realizar. Y, a mi juicio, aquí se da un paso gigantesco en el desarrollo de la democracia a nivel de las comunas. En adelante, nuestros alcaldes y concejales, las organizaciones sociales, los ciudadanos van a poder participar a través de un instrumento serio, como el plebiscito comunal, en las decisiones relativas a su vida diaria.



Por eso, señor Presidente, yo terminaba mi primera intervención señalando que hoy día los plebiscitos comunales son la excepción. Con esta norma, me parece que vamos a tenerlos de una manera mucho más cotidiana.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto de ley pretende favorecer la ocurrencia de los plebiscitos comunales. En 20 años de vigencia de la normativa que los rige ha habido solo tres, y únicamente en comunas pudientes, como se ha señalado aquí, que dispusieron de recursos para financiarlos.



Lo que se procura ahora es darle mayor participación a la ciudadanía en las materias que son posibles de llevar a plebiscito. Porque, evidentemente, no se puede interferir en la parte económica del municipio, cuya injerencia le corresponde al alcalde, como en la Región al Intendente y, a nivel nacional, solamente al Presidente de la República y al Ejecutivo. Sí se puede influir en las decisiones sobre planos reguladores, límites de las comunas, etcétera.



El propósito de la iniciativa  es flexibilizar la normativa para que se puedan masificar las consultas plebiscitarias. Antes era muy difícil hacerlas. De las tres que se han efectuado, una sola tuvo su origen en la ciudadanía; las otras dos fueron convocadas por las municipalidades.



Por ello, se permite que un notario, un oficial del Registro Civil o, incluso, un funcionario habilitado del Servicio Electoral concurra a la comuna, se instale ahí y recoja las firmas sin pago, salvo los gastos de traslado, de alimentación o el viático que corresponda. Si en la actualidad hay que pagar mil pesos por cada firma al notario o al oficial, este otro sistema va a costar mucho menos, y esa es la finalidad del proyecto en debate.



Nosotros lo aprobamos por unanimidad en la Comisión, luego de hacer las consultas correspondientes con los alcaldes que vinieron a dar su opinión al respecto, y ya se acogió también en general por la Sala; solo resta la votación en particular.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, para que no tengamos confusión respecto a las voluntades -a propósito del discurso del Senador Pérez Varela-, está claro que existen avances; así ocurre en todas las leyes. Pero también hay retrocesos. Le consulté al Senador Gómez, quien presentó la indicación: hoy día se requiere la firma del 5 por ciento de los ciudadanos habilitados para votar. El proyecto sube esa exigencia al 10 por ciento de ellos. O sea, existe un incremento del cien por ciento en este requisito y del cien por ciento en los costos, y más ahora, cuando se mantiene lo de los notarios.



Yo ingresé al Parlamento el 95, como recordará el Senador Pérez Varela. Hay otros que están desde el 90 y ya llevan cinco períodos. No sé de qué fecha es la modificación, pero lo importante es que por lo menos el Movimiento Amplio Social no está disponible para duplicar el número de electores que deben inscribirse para poder demandar un plebiscito. Claramente, es una exigencia que ha sido una barrera enorme de entrada. Por eso, solo en los municipios ricos ha habido consultas. Aumentar del 5 por ciento al 10 por ciento es absolutamente inaceptable. 



En segundo lugar, se requiere gratuidad. Qué cara vamos a poner en las comunas para decirles: “El Estado financia toda la próxima elección parlamentaria y además me da 375 millones de pesos para realizar mi campaña, pero usted, estimado vecino, cuando quiere consultar sobre los temas de su comuna, tiene que meterse la mano al bolsillo y pagar”. 



¡Pagar por ejercer el derecho democrático a hacer una consulta! O sea, ¡pagar por la democracia!



Está bien que algunos crean que nada en la vida es gratis o que todo tiene un precio, pero ¡cómo vamos a decirles a los ciudadanos de las comunas que deberán pagar por ejercer la democracia!



Señor Presidente, estamos ratificando a los notarios. El Senador Gómez ha sido claro: ¡gratuidad para la democracia! La participación no puede tener costo. Si lo tiene, es barrera de entrada. Y lo más notable es que solo ha habido plebiscitos en las comunas ricas: Zapallar, Vitacura y Las Condes. Allí la democracia es posible. En el resto, donde efectivamente hay ciudadanos que no pueden cancelar, ¡más barreras de entrada!



Yo exijo coherencia. Y, por cierto, este es un debate que debiera tener mucho más atención, porque estamos a punto de poner una barrera de entrada. Bajo el argumento de fomentar la participación ciudadana, al final terminamos creándole más dificultades.



Por lo tanto, señor Presidente, en nombre del Comité MAS, quiero solicitar segunda discusión. Pero, al mismo tiempo, antes de ello, deseo preguntarle al Ministro Larroulet, o al Subsecretario de Desarrollo Regional, cuál es el problema de renovar la urgencia y no hacer la votación hoy día. Están todos trabajando en las Comisiones de Presupuesto. Debiéramos profundizar más estos dos temas. Porque, si nos anima el deseo de que la gente participe, hay dos puntos que saldar: uno, el porcentaje de electores, que sube del 5 al 10, lo que es inaceptable; y dos, los costos. O sea, cuánto vale. 



Una buena idea sería que esto fuera de costo de los Senadores. Porque alguien tiene que pagar. No me parece que el Estado brinde gratuidad para todo tipo de elecciones y que en las elecciones vecinales, comunales les impongamos una carga económica a los ciudadanos electores.



Esto es disuasivo. En el caso de las comunas pequeñas, pobres, cuando el peso cuenta, cuando la gente gana 180, 200, 250 lucas, imponerles cargas, además del trabajo de organizarse, me parece absolutamente inapropiado.



Por consiguiente, le señalo al Gobierno, a través del Ministro y del Subsecretario presentes: todos queremos legislar, todos queremos avanzar. Por eso, para evitarnos la segunda discusión, propongo retirar la urgencia y profundizar en estos temas a ver si tenemos acuerdo. Si no, votaremos. Ese es el juego de las mayorías. Pero siento que este aspecto, más el que he señalado de la situación concreta de Peñalolén, ameritan darnos un tiempo más. Sería muy bueno ver la jurisprudencia que ahí se formó, la resolución de la Contraloría, qué pasa cuando el alcalde y los ciudadanos llaman a consulta en forma paralela para un mismo tema pero con preguntas diferentes.



Eso no está resuelto en el proyecto, y yo siento que cada vez que legislamos con premura cometemos errores. La ley tiene que dar respuesta a estos problemas; es ella y no la Contraloría la que debe resolver la situación de la doble convocatoria, que aparece como una condición absolutamente negativa desde el punto de vista de la transparencia de este procedimiento. No puede haber dos elecciones paralelas; tiene que ser una. En ese sentido, esta es la oportunidad de legislar, señor Presidente. 



Por eso, pido al Gobierno y a los Comités que se pronuncien sobre esta solicitud. Si no, voy a pedir segunda discusión, lo que nos obligaría a sesionar mañana jueves. Pero lo importante es sacar una buena ley y aclarar estas dudas.



¡Nueva Constitución ahora, señor Presidente! ¡Ese es el fondo!

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quisiera partir por despejar las dos inquietudes que planteó el Senador Navarro.



Respecto de la primera, en el tema de la gratuidad se avanza muchísimo. El solo hecho de tener la posibilidad de que certifique el proceso un funcionario habilitado del Servicio Electoral, al que solo se le paguen los gastos de traslado y las horas extraordinarias, constituye una situación radicalmente distinta de la actual.



Sería  importante, a lo mejor, que el proceso fuera cien por ciento gratuito. Pero estamos contestes en que el costo es bastante marginal.



En cuanto al porcentaje -subir del 5 al 10-, el Senador Pérez Varela ha hecho una larga lista de cómo se facilitan hoy los plebiscitos comunales. Por mi parte, quisiera plantearlo desde la siguiente perspectiva: lo que busca este proyecto de ley es que los plebiscitos sean vinculantes. Ese es el mérito que tiene. Es decir, se trata de poder llamar respecto de un tema relevante que afecte a una comunidad y que el resultado sea vinculante. Y para esto último se necesita obtener un porcentaje bastante alto de sufragios, no uno menor. 



Por lo tanto, el margen de la convocatoria, dadas las facilidades que se otorgan, también debe ser representativo. Yo creo que las comunas no pueden estar permanentemente en procesos electorales. En ellas también deben ejercerse otras funciones. 



Entiendo que el plebiscito no se halla destinado a resolver cualquier tema, sino asuntos importantes, relevantes. Porque para aquellos que no presentan esa dimensión existe la opción de la consulta, referida a territorios más acotados, a materias más locales dentro de la propia comunidad.



Entonces, me parece que el aumento del número de electores va en línea directa con la mayor cantidad de facilidades que se otorgan, y con que efectivamente el plebiscito apunte a resolver aspectos fundamentales de las comunas. Y para que esto sea vinculante, se exige un porcentaje de electores bastante alto.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el Senador Navarro preguntaba con qué cara él les haría presente a las comunidades la situación de los plebiscitos. Yo diría que con la misma con que lo ha hecho en estos últimos diez años,...

El señor NAVARRO.- ¡Por eso no los hay!

El señor PÉREZ VARELA.- ...al señalarles que para efectuarlos se debe acudir a un notario, quien cobra por ello; designar al jefe de la fuerza encargada del orden público; hacer la publicación pertinente en un diario de circulación nacional y en el Diario Oficial. 



Eso le ha dicho el Senador Navarro a la gente durante todo este tiempo.



Sin embargo, de acuerdo con este proyecto no se tendrán que cumplir ninguno de esos requisitos, porque se quitan exigencias, obligaciones y costos para llevar a cabo un plebiscito.



No nos engañemos: en todas las elecciones, cuando el colega Navarro ha inscrito su candidatura, ha tenido que pagarle a un notario. Y lo mismo ha debido hacer con la inscripción de su Partido MAS en las distintas Regiones. Este costo lo evitamos ahora con respecto a las personas que soliciten la realización de un plebiscito. ¿Cómo? Nombrando a un delegado del Servicio Electoral, con lo que se minimiza al máximo el valor de ello.



En consecuencia, no es efectivo lo expresado por él en orden a que para los Senadores, Diputados y Presidentes la elección es gratis y que la celebración de plebiscitos comunales implica costos.



¡Eso no es cierto!



¡Las cosas se deben decir tal como son!



Cuando usted, señor Senador, inscribió su Partido MAS tuvo que pagar por ello a los respectivos notarios. Y acá solo se trata de la inscripción. Por consiguiente, los ciudadanos no tendrán que cancelar absolutamente nada para participar. No lo harán por publicar en el Diario Oficial ni en un periódico de circulación nacional, como tampoco pagarán los costos establecidos originalmente en esta legislación.



El Senador Navarro tiene derecho a pedir segunda discusión. Puede que hoy día no votemos. Pero, por cierto, aquí no se puede sostener que a través de esta iniciativa les estamos complicando la vida a las personas. Todo lo contrario, se le facilita a la ciudadanía el poder expresarse mediante plebiscitos, al eliminarse requisitos de alto costo y exigencias de compleja resolución.



Es más, para que el plebiscito sea vinculante -como decía el Senador Orpis- se rebaja el número de electores a 40 por ciento de las personas que votaron en la última elección de alcalde. Es decir, se están tomando todas y cada una de las medidas para que el mecanismo del plebiscito tenga una expresión.



Por lo tanto, señor Presidente, no utilicemos aquí argumentos engañosos. 



La situación actual hace inviable que los plebiscitos se concreten. Y por eso se han llevado a cabo solo tres, en las comunas de más altos ingresos de nuestro país.



Pero esta legislación va a permitir que comunas pequeñas y medianas, con recursos y sin recursos, con pobladores y profesionales puedan utilizar dicho instrumento.



A mi juicio, eso constituye un progreso importante.



Vuelvo a repetir: el Senador Navarro tiene pleno derecho a pedir segunda discusión. Pero eso no cambiará las cosas, porque la facilitación esencial ya se encuentra establecida. Y, por lo tanto, el avance, si es que consigue algo, será del todo mínimo: ¡pagar el viático o las horas extraordinarias de un funcionario público! 



Todos sabemos -porque se ha discutido en varias oportunidades en esta Sala- que esos son los costos mínimos en que deben incurrir quienes desean ratificar firmas para solicitar la realización de un plebiscito.



En consecuencia, señor Presidente, el objetivo de fondo de este proyecto de ley es abrirles una puerta -la puerta ancha- a los vecinos para que utilicen un mecanismo de participación: los plebiscitos a nivel comunal.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha pedido segunda discusión para la iniciativa.



Le concederé la palabra al señor Ministro, y después podrán intervenir los Senadores señores Quintana y Lagos.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, deseo señalar en primer lugar que todo lo que pretende este proyecto es facilitar la realización de los plebiscitos comunales. Por consiguiente, no hay barreras de entrada para la participación ciudadana si se considera la legislación vigente. Por el contrario, ella se posibilita a través de distintos instrumentos.



Primero, la solicitud presentada por los ciudadanos se podrá certificar ante funcionarios pertenecientes a las instituciones públicas que se mencionan, quienes cobrarán un valor diferente del que se les paga a los notarios. Por lo tanto, se reducirá ese costo.



Segundo, la consulta y el plebiscito se podrán efectuar en una elección de carácter nacional. Por ende, se rebajará ese costo.



Tercero, el porcentaje de personas que deberán solicitar la realización de un plebiscito comunal será el mismo que considera la legislación vigente. Por consiguiente, no se sube el costo ni se colocan barreras de entrada.



En suma, señor Presidente, estamos ampliando la opción de efectuar plebiscitos comunales.



Y, con respecto a la petición de segunda discusión que se ha formulado, deseo manifestar que el Ejecutivo está abierto a eso, lo cual entiendo que significaría debatir la iniciativa la próxima semana.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Gracias a usted, señor Ministro.




--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hago presente a la Sala que son las 18, hora acordada en reunión de Comités para levantar la sesión a fin de que Sus Señorías puedan participar en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. En todo caso, los Senadores inscritos podrán intervenir durante la segunda discusión.



  Por lo tanto, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, en coordinación con el Ministro de Educación, a fin de solicitar LIBERACIÓN DE FONDOS ESTATALES PARA UNIVERSIDADES RETENIDOS HASTA LA FECHA; y al señor Ministro de Educación, pidiendo PRESENTACIÓN DE PLAN DE EMERGENCIA, JUNTO CON CONSEJO DE RECTORES, PARA PAGO DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DE UNIVERSIDADES.



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, recabándole URGENTE TRAMITACIÓN DE MODIFICACIONES A LEY Y A REGLAMENTO DE EXTRANJERÍA.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, requiriéndole antecedentes relativos a DEUDA QUE AFECTA A DON CARLOS MANZANO ABARCA POR ENTREGA DE CHEQUE EN GARANTÍA PARA ATENCIÓN DE DON JORGE ALBERTO MEDINA EN HOSPITAL MILITAR DEL NORTE (Región de Antofagasta).



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información relativa a POSIBILIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE PUENTE SOBRE ESTERO “LOS HUALLES”, SECTOR LA TOSCA; al señor Ministro de Salud, pidiéndole AGILIZACIÓN EN ENTREGA DE HORA PARA OPERACIÓN DE SEÑORA MARISOL HERNÁNDEZ MUÑOZ EN HOSPITAL DE TALCA; y al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole antecedentes sobre SITUACIÓN DE EDIFICIO PLAZA BLOCK 2 EN COMUNA DE CAUQUENES (todos de la Región del Maule).

)---------------(



--Se levantó la sesión a las 18:3.







Patricio Fernández Ruiz-Tagle,







Jefe de la Redacción subrogante
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MENSAJE DE S.E. EL presidentE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA REGULACIÓN DE LA PESCA DE INVESTIGACIÓN, REGULARIZA PESQUERÍAS ARTESANALES QUE INDICA, INCORPORA PLANES DE MANEJO BENTÓNICOS Y REGULA CUOTA Global de captura
(8010-03)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que  Modifica la Regulación de la Pesca de Investigación, Regulariza Pesquerías Artesanales que indica, Incorpora Planes de Manejo Bentónicos y Regula la Cuota Global de Captura. 
I. ANTECEDENTES.

En el año 1991 entró en vigencia la Ley General de Pesca y Acuicultura, que sometió al sector artesanal a una nueva regulación, modificando sustancialmente la forma tradicional en que los pescadores artesanales realizaban su actividad.

En efecto, si bien la ley declara la libertad de pesca como el régimen de acceso a los recursos hidrobiológicos, se establece para los pescadores artesanales la obligación de inscribirse en el Registro Artesanal por región, pudiendo sólo operar en las pesquerías que inscriban. No obstante lo anterior, en aquellas pesquerías en que se haya alcanzado el estado de plena explotación, la ley permite suspender temporalmente el acceso, lo que busca garantizar la sustentabilidad de la actividad pesquera.

Durante 1992, primer año de implementación del Registro Artesanal, se inscribieron 23.446 pescadores artesanales, en todas sus categorías, y 7.666 embarcaciones, en todas sus clases.

Además de entregar información estadística de la actividad desarrollada por el sector, el Registro Artesanal fue concebido como una herramienta de manejo, dado que permite regular el esfuerzo de pesca. No obstante lo anterior, desde su inicio no fue un fiel reflejo del esfuerzo pesquero efectivamente realizado, no existiendo coherencia entre los pescadores artesanales inscritos en determinadas pesquerías y aquellos que efectivamente operaban en las mismas.

La situación antes señalada fue abordada específicamente a través del proceso de actualización y regularización del Registro Artesanal contemplado en la Ley Nº 19.713. 

Dicho proceso fue complementado mediante la dictación de la Leyes N° 19.923 y N° 20.445, referidas a las pesquerías de Merluza del sur y Pez Espada, respectivamente. 
No obstante los procesos de regularización, a la fecha existen pesquerías con un alto valor comercial y de gran impacto social, en las que pescadores artesanales han ejercido habitualmente actividad sobre dichos recursos, pese a no encontrarse inscritos en el Registro Artesanal en las pesquerías respectivas. 

Con la finalidad de recopilar información sobre los usuarios que efectivamente operaban en dichas pesquerías, la Subsecretaría de Pesca autorizó pescas de investigación de carácter transitorio y que no conceden certidumbre al pescador artesanal respecto de la titularidad de la inscripción en la pesquería en la cual se encuentran operando. 

Como consecuencia de lo anterior, la situación actual es que el Registro Artesanal dejó de ser una herramienta eficaz y eficiente para manejar las pesquerías artesanales. 

Por tal razón, y con el objeto de contar con un Registro Artesanal que constituya una herramienta eficaz de manejo pesquero y refleje el esfuerzo real de pesca ejercido en el sector artesanal, a fin de velar por la conservación de los recursos hidrobiológicos, resulta necesario introducir una serie de modificaciones en la normativa pesquera artesanal que permita, por una parte, regularizar la inscripción en determinadas pesquerías artesanales, otorgando certidumbre a la operación de cientos de pescadores artesanales a nivel nacional y avanzar en medidas de ordenamiento conducentes a mejorar las condiciones en las cuales se efectúa la actividad extractiva artesanal, y por otra parte, establecer claridad y certeza sobre la forma de acceder al Registro Artesanal y las causales precisas que la Autoridad posee para denegar dicho acceso. 

Por otra parte, resulta necesario avanzar en una nueva conceptualización de la investigación pesquera, circunscribiendo la institución de la pesca de investigación a la recopilación de los antecedentes científicos y técnicos necesarios para la adopción de medidas de administración, para cuyo efecto el proyecto establece una serie de cambios en la regulación que la Ley le otorga a esta materia. Atendido el nuevo enfoque que el proyecto le entrega a la investigación pesquera, resulta necesario facultar a la Administración para operativizar diversas hipótesis que actualmente se materializaban a través de la figura de la pesca de investigación, por lo cual el proyecto regula, por un lado, la cesión de la asignación de cuota al interior del sector artesanal y entre este sector y el industrial debiendo cumplir con las exigencias establecidas en su texto, y por otro se procede a la regularización de las pesquerías que operaban bajo la figura de las pescas de investigación.

Se modifica una importante institución de los planes de manejo. Estos constituyen una herramienta a través de la cual todos los actores relevantes de una pesquería acuerdan un compendio de diversas materias que comprenden la administración con una mirada o visión global de la administración, con el objeto de lograr el fin último del desarrollo sustentable. El objeto es fortalecer la administración pesquera incorporando, por una parte la opinión de los actores a la administración completa de una pesquería, pero por otra introduciendo las reglas de decisión pesquera para la adopción de las medidas de administración provenientes de la recomendación de los científicos. 

En el caso de los recursos bentónicos, invertebrados y algas se introducen los planes de manejo incorporando además, una herramienta dentro de ellos de control o asignación del esfuerzo pesquero desarrollado en una determinada área de una o más regiones. Esta figura permitirá hacer una administración con un claro sentido de acercamiento a la realidad local del desarrollo de los recursos bentónicos y permitirá un desarrollo del área con la consideración de la movilidad de los pescadores participantes que no contemplan otras herramientas de la ley de pesca.

Por último, el proyecto modifica diversas normas en la Ley General de Pesca y Acuicultura que complementan y perfeccionan la aplicación de la normativa en función de la propuesta contenida en el proyecto de ley. 

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO.
El proyecto que se presenta tiene como objetivos:
a) Otorgar certidumbre respecto del acceso a la actividad artesanal, mediante el reconocimiento de la inscripción en el Registro Artesanal como un instrumento eficaz para la administración pesquera, otorgándole valor agregado a la actividad artesanal; 
b) dimensionar el esfuerzo pesquero realmente ejercido por el sector, regularizando el Registro en beneficio de la sustentabilidad de las pesquerías; 

c) modificar la normativa referida a investigación pesquera, adecuando los propósitos bajo los cuales se puede autorizar una pesca de investigación y acotando el marco legal dentro del cual se desarrolla;

d) asegurar la sustentabilidad de las pesquerías artesanales bentónicas, estableciendo el plan de manejo como una herramienta para la administración de las mismas sobre la base de la participación apropiada de los diferentes actores;
e) permitir a través de la incorporación de una regulación, la cesión entre los titulares de la asignación resultante de la aplicación del régimen artesanal de extracción y transitoriamente de los límites máximos de captura, transparentando las cesiones en un Registro Público que llevará el Servicio Nacional de Pesca, en el cual deberá constar, en los casos de cesiones que provengan del sector artesanal, la nómina de los pescadores artesanales propiamente tales que hubieren participado en las faenas de pesca de las embarcaciones cuya asignación es objeto de la cesión. 

f) modificar la medida de conservación de la cuota global de captura, regulando el procedimiento de la cuota que puede reservarse para efectos de investigación pesquera, la que no podrá exceder de un 2%. También se faculta a la Autoridad para reservar un 2% para efectos de imprevistos pesqueros, permitiendo tener un margen acotado de toneladas para enfrentar las diversas crisis que pueden provocarse en un año calendario, ya sea ésta proveniente de la naturaleza o de otros factores. 
III. CONTENIDO DEL PROYECTO.
El presente proyecto de ley aborda las siguientes materias de regulación en la pesca artesanal: regularización de inscripciones en el Registro Artesanal en determinadas pesquerías operadas bajo pescas de investigación; perfeccionamiento del acceso a la actividad pesquera artesanal; modificación del régimen jurídico de las autorizaciones de pescas de investigación; regulación del plan de manejo bentónico como herramienta de administración; y otras disposiciones vinculadas a las medidas antes indicadas.

1. Regularización de inscripciones en el Registro Artesanal en determinadas pesquerías operadas bajo pescas de investigación.
El proyecto de ley considera regularizar el esfuerzo pesquero ejercido en las pesquerías individualizadas en el mismo texto legal, que han sido operadas bajo la figura de pesca de investigación De este modo, se procede a la inscripción en el Registro Artesanal:

· de los armadores artesanales y sus embarcaciones, que hubieren informado desembarques al Servicio Nacional de Pesca, en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011; y 

· de los buzos y recolectores de orilla, algueros o buzos apnea, que acrediten operación pesquera extractiva en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dichas investigaciones con anterioridad al 31 de enero de 2012.

· Por otra parte, atendida la realidad geográfica de la XII región de Magallanes y Antártica Chilena,  se establece una norma especial para la regularización de los pescadores artesanales de dicha región en el Registro Artesanal, exigiéndoles la sola inscripción en las respectivas pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y hasta el 31 de julio de 2011, para quedar inscritos en el Registro Artesanal respectivo.
Se establece un procedimiento para la regularización antes indicada, que considera la dictación de una o más resoluciones de la Subsecretaría de Pesca que contendrán las nóminas de los pescadores artesanales y embarcaciones que cumplan con los requisitos antes indicados, y contempla mecanismos particulares de impugnación en contra de las citadas resoluciones por parte de aquellos pescadores que no hayan sido incorporados en las nóminas respectivas. 

El proyecto dispone, en base a estos antecedentes, y previa acreditación por parte de los pescadores artesanales del cumplimiento de los requisitos legales en materia de inscripción en el Registro Artesanal, que el Servicio Nacional de Pesca procederá a modificar el citado Registro en la sección de pesquería que corresponda, incorporando las embarcaciones con el arte o aparejo de pesca respectivo, así como a los pescadores artesanales de acuerdo con su categoría. 

2. Perfeccionamiento del acceso a la actividad pesquera artesanal.

En materia de acceso, se define la pesquería artesanal vinculando un recurso hidrobiológico y su fauna acompañante a un arte y área determinada. Los pescadores artesanales deben solicitar la inscripción de las pesquerías ante el Servicio; pero no existe un procedimiento regulado ante el Servicio ni causales denegatorias, lo que genera incertidumbre particularmente en torno a las pesquerías nuevas. 

De este modo, hay un tratamiento diferente al que actualmente la ley da al acceso en materia industrial, donde existen causales denegatorias reguladas. 

Por lo anterior, el proyecto prevé un procedimiento regulado que otorgue al sector artesanal una respuesta eficiente y oportuna de la Autoridad Pesquera. Con tal objetivo, se establece que existirá una nómina de pesquerías artesanales fijada por la Subsecretaría de Pesca respecto de las cuales podrá solicitarse su inscripción, salvo que se configure alguna de las causales denegatorias que se establecen en la propia ley.

De este modo, el Servicio Nacional de Pesca sólo podrá denegar la inscripción solicitada si se ha configurado una de las causales denegatorias.

Por otra parte, si se solicita inscribir en el registro pesquero artesanal una pesquería que no se encuentra en la nómina fijada por la Subsecretaría, el citado Servicio deberá enviarla en consulta a la Subsecretaría de Pesca, la que tendrá un plazo máximo de 1 mes para pronunciarse sobre la calidad o no de la pesquería artesanal, la que sólo podrá denegar en virtud de causales establecidas por ley y dentro del plazo antes indicado, bajo apercibimiento de entenderse aprobada la solicitud respectiva.

3. Modificación del régimen jurídico de las autorizaciones de pescas de investigación.
El proyecto de ley establece una nueva conceptualización de la pesca de investigación, que pretende abordar los diversos propósitos, no recogidos en la normativa vigente, y que suponen la extracción de especies hidrobiológicas para la obtención de datos e información para los propósitos indicados en la misma norma propuesta. 
En efecto, el proyecto de ley modifica los artículos 98 a 102 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, disponiendo, entre sus aspectos principales, que el otorgamiento de este tipo de autorizaciones sólo se efectuará a naves industriales y a pescadores y embarcaciones artesanales inscritas en el Registro Artesanal, exigiendo su inscripción en la pesquería objeto del estudio en caso que ésta se encontrare con su acceso cerrado. La misma normativa exceptúa del cumplimiento de esta obligación a las naves de investigación acreditadas ante la Autoridad Marítima, a aquellas que acrediten ante la Subsecretaría que desarrollan principalmente labores de investigación, y a los muestreadores científicos. 

Por otra parte, y coherente con la intención de circunscribir esta figura a la investigación conducente a generar información biológica y científica, el proyecto de ley señala que en caso de operación en el marco de una pesca de investigación, la extracción de los recursos sometidos a cuota sólo podrá efectuarse con cargo a la cuota de investigación, y en aquellos casos en que no exista cuota, sólo hasta un límite ascendente al 2% del desembarque del año calendario anterior.     
 
La modificación al actual régimen jurídico de las pescas de investigación exige transparentar una serie de negocios jurídicos que se efectuaban a través de dicho instituto. 

En este sentido, el proyecto incorpora un artículo 55 I nuevo a la Ley, que regula las transferencias de las asignaciones anuales de cuota efectuadas en el marco del Régimen Artesanal de Extracción establecido en el artículo 48 A del mismo cuerpo legal. La norma permite la cesión de las toneladas asignadas anualmente, sea a otro titular de asignaciones, como a no titulares de las mismas, siempre que se trate de inscritos en un mismo recurso y dentro de una misma unidad poblacional. 
El proyecto establece que el traspaso de las asignaciones se deberá autorizar por la Subsecretaría de Pesca e inscribir en un Registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, el cual deberá estar publicado en su página electrónica.

4. Regulación del plan de manejo bentónico. 

El proyecto de ley considera el establecimiento de planes de manejo para las pesquerías de recursos bentónicos. Considerando las características propias del desarrollo de la pesca artesanal en este tipo de pesquerías, el proyecto define que estos planes de manejo sean elaborados, evaluados y reformulados, según corresponda, a través de una mesa de trabajo público privada que se constituirá como asesora de la Subsecretaría de Pesca en la adopción de esta medida, lo que permite darle legitimidad a las medidas de administración que se establezcan ante los usuarios y participantes de la pesquería, de manera que exista un mayor compromiso y cumplimiento de ellas.

Además de la participación de la mesa público privada que asesora a la Subsecretaría para la elaboración y evaluación del plan, el proyecto considera dentro del procedimiento para establecer el plan de manejo la consulta al Consejo Zonal de Pesca respectivo y eventualmente al Consejo Nacional de Pesca, y una consulta ciudadana difundida a través del sitio web de la Subsecretaría. Una vez aprobado dicho plan por resolución de la Subsecretaría de Pesca y de acuerdo al procedimiento antes señalado, éste será obligatorio para todos los actores que participan de la cadena productiva de la pesquería. 
El proyecto exige la determinación de los pescadores artesanales inscritos en la pesquería involucrados en el plan de manejo, que en los casos en que el plan sea aplicable sólo a una parte de la región, implicará la participación de aquellos que cumplan con los criterios de participación establecidos, entre los cuales deberá considerarse el haber efectuado operaciones extractivas en el área de aplicación del plan. Se establece además una evaluación del plan al menos cada tres años, al término de los cuales, sólo podrán continuar operando en el área quienes cumplan con los requisitos de participación y operación establecidos en el plan, pudiendo la Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinar el ingreso de nuevos pescadores artesanales siempre que ello no afecte la sustentabilidad de la pesquería. 

Por último, y dada la dinámica particular de estas pesquerías, el proyecto faculta al Subsecretario para establecer para el área de aplicación del plan de manejo nuevas medidas de administración.  

5. Regulación de la cuota global de captura.

En el proyecto se regula la medida de conservación de la cuota global de captura, con el objeto de establecer con claridad las reservas que pueden efectuarse de ella. Por una parte, se permite reservar un 2% para investigación y un 2% para imprevistos pesqueros que permitirán otorgar un mínimo de flexibilidad regulada a la Autoridad a fin de poder hacer frente a las diversas contingencias que se presentan en el mundo pesquero cada año.

En ambos casos se tiene especial cuidado en establecer procedimientos transparentes y regulados para el otorgamiento de dichas reservas legales.

6. Otras disposiciones. 

El proyecto de ley establece que el proceso de regularización que dispone, es sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Artesanal a la fecha de entrada en vigencia de la ley. 

Por otra parte, el proyecto dispone que los pescadores artesanales propiamente tales podrán desempeñar sus funciones en cualquier embarcación y región del país, independientemente de la región en que se encuentren inscritos, previa autorización de la Subsecretaría y aprobación del Consejo Zonal de Pesca de la región de destino de los pescadores artesanales propiamente tales.

Por último, el proyecto establece un artículo transitorio que dispone que las pescas de investigación en las pesquerías objeto de la regularización se entenderán prorrogadas hasta el 31 de diciembre de 2012, precisando que en ellas sólo podrán participar los pescadores artesanales y embarcaciones que se encuentren operando en el marco de la respectiva pesca de investigación con anterioridad al 1 de enero de 2012.   

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.- 
Se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones, que no encontrándose inscritos en la misma, hubieren informado desembarques al Servicio Nacional de Pesca, de acuerdo a lo establecido en el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan: 

a) Jurel (Trachurus Murphy) de la III, V y VIII Regiones, con cerco;
b) Raya volantín (Zearaja chilensis) de la X y XI Regiones, con espinel; 

c) Pejegallo (Callorhynchus callorhynchus) y Tollos (Mustelus mento, Squalus acanthias y Mustelus whitneyi) en la X Región, con espinel y enmalle; 

d) Reineta (Brama australis) de la VII, VIII y X Regiones, con espinel y enmalle; 
e) Sardina austral (Sprattus fueguensis) de la X y XI Región, con cerco; y 

f) Merluza común (Merluccius gayi) de la VII y VIII Regiones, con enmalle y espinel.

Asimismo, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los buzos y recolectores de orilla, algueros o buzos apnea, que no encontrándose inscritos en la misma, acrediten operación pesquera extractiva en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en el marco de pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dichas investigaciones con anterioridad al 31 de enero de 2012, en las pesquerías que a continuación se individualizan:

a) Algas pardas (Lessonia trabeculata, Lessonia nigrescens y Macrocystis integrifolia) de la XV, I, II, III y IV Regiones, mediante buceo y recolección de alga varada; 

b) Pulpo del norte (Octopus mimus), Erizo (Loxechinus albus) y Lapas (Fissurela spp) de la III Región, mediante buceo o recolección; 

c) Macha (Mesodesma donacium) y Pulpo chilote (Enteroctopus megalocyathus) de la X Región, mediante buceo y recolección; y
d) Erizo (Loxechinus albus) de la X y XI Regiones, mediante buceo.
Artículo 2°.- 
En el caso de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones, que no encontrándose inscritos en la misma, se hubieren inscrito, en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en las pescas de investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, en las pesquerías que a continuación se individualizan:
a) Centollón (Paralomis granulosa), con trampas; 
b) Centolla (Lithodes santolla), con trampas; 
c) Congrio dorado (Genypterus blacodes), con espinel
d) Raya volantín (Zearaja chilensis), con espinel;

e) Reineta (Brama australis), con espinel y enmalle

Asimismo, en la región señalada en el inciso anterior, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal en todas las pesquerías que a continuación se indican, a los buzos que no encontrándose inscritos en cualquiera de ellas, se hubieren inscrito en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011, en la pesca de investigación autorizada por la Subsecretaría de Pesca hasta el último día hábil del mes de julio del año 2011, y que se encuentren individualizados en los informes entregados a la Subsecretaría de Pesca por las entidades ejecutoras de dicha investigación con anterioridad al 31 de enero de 2012, en las pesquerías que a continuación se individualizan:
· Caracol trofon (Trofon geversianus), Ostión patagónico (Chlamys patagónica), Ostión del sur (Chlamys vitreae), Loco (Concholepas concholepas), Huepo (Ensis macha) y Erizo (Loxechinus albus), mediante buceo.
Artículo 3°.- 
Para los efectos indicados en los artículos anteriores, por una o más resoluciones de la Subsecretaría de Pesca, se establecerá, conjunta o separadamente, una o más nóminas de los pescadores artesanales y embarcaciones que cumplan con los requisitos establecidos en los artículos anteriores. Dichas resoluciones deberán ser publicadas en extracto en el Diario Oficial, a más tardar el día 31 de marzo de 2012, sin perjuicio de la publicación de su texto íntegro en la página electrónica de la Subsecretaría de Pesca. 

Los pescadores artesanales y embarcaciones que, cumpliendo con los requisitos anteriores, no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan, de conformidad con la ley 19.880, con las siguientes salvedades:

a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en extracto en el Diario Oficial de la última resolución que establece la nómina de la pesquería que se impugna; y

b) En caso de que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el mismo que en la letra anterior.

La Subsecretaría de Pesca establecerá mediante una o más resoluciones las nóminas definitivas resultantes del procedimiento antes indicado. Dichas resoluciones se publicarán en la página electrónica de la Subsecretaría de Pesca y en extracto en el Diario Oficial, y en contra de ellas no procederá recurso administrativo alguno. 

En el plazo de 30 días contados desde la publicación en extracto en el Diario Oficial de la resolución indicada en el inciso anterior, los pescadores artesanales y sus embarcaciones que se encuentren individualizados en las nóminas, deberán acreditar ante el Servicio Nacional de Pesca el cumplimiento de las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de inscripción en el Registro Artesanal.

Una vez vencido el plazo establecido en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Pesca, en el plazo de un mes, procederá a modificar el Registro Artesanal en la sección de pesquería que corresponda, incorporando las embarcaciones con el arte o aparejo de pesca respectivo, así como a los pescadores artesanales de acuerdo con su categoría. 

Artículo 4°.- 
Lo dispuesto en los artículos anteriores se entiende sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Artesanal a la fecha de entrada en vigencia de la ley. 

Artículo 5°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. N° 430 de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el sentido siguiente:

1) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:

a) Agrégase en la letra b) del numeral 28) el siguiente párrafo 2°:
“Los pescadores artesanales propiamente tales independientemente del recurso sobre el que se encuentren inscritos, podrán efectuar actividades extractivas  en cualquier embarcación inscrita en la respectiva región. 

Sin perjuicio de lo anterior, los pescadores artesanales propiamente tales podrán solicitar a la Subsecretaría autorización para operar en una región distinta a la de su inscripción. Esta autorización se otorgará por períodos definidos, por Resolución de la Subsecretaría, una vez al año, previa aprobación del Consejo Zonal de Pesca con competencia en la región donde los pescadores soliciten desarrollar sus actividades, el cual deberá adoptarse con acuerdo de la mayoría de los representantes de la Región de destino de los pescadores artesanales.”.

b) Reemplázase el numeral 29) por el siguiente:
“29) Pesca de investigación: Extracción de individuos de una especie hidrobiológica, o parte de ellos, con la finalidad de obtener datos e información para alguno de los siguientes propósitos: generar conocimiento científico o tecnológico; realizar actividades de docencia; contar con antecedentes para adoptar medidas de administración y/o proteger la biodiversidad, el ambiente acuático y el patrimonio sanitario del país. Asimismo, se considerarán pescas de investigación aquellas de carácter exploratorio, de prospección y experimental.

La extracción podrá comprender la captura con retención temporal o permanente de los individuos.”. 
c) Agrégase el siguiente numeral 58) nuevo:

“58) Embarcación transportadora: es la nave que se utiliza para el transporte de capturas transbordadas desde una embarcación pesquera.  Para efectuar dichas faenas estas embarcaciones deberán registrase ante el Servicio de conformidad con los requisitos que señale el Reglamento. La inscripción constituirá una requisito habilitante para el ejercicio de las operaciones de transporte de capturas.”.

2) Reemplázase la letra c) del artículo 3° por la siguiente:
“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura. Podrán establecerse fundadamente las siguientes deducciones a la cuota global de captura:  
- Cuota para investigación: Se podrá deducir para fines de investigación hasta un 2% de la cuota global de captura para cubrir necesidades de investigación. Para lo anterior, la Subsecretaría deberá informar al Consejo Nacional de Pesca  los proyectos de investigación para el año calendario siguiente y las toneladas requeridas para cada uno de ellos. Dicho listado deberá publicarse en la página electrónica de la Subsecretaría de Pesca. 

- Cuota para imprevistos: Se podrá deducir para imprevistos hasta un 2% de la cuota global de captura al momento de establecer la cuota o durante el año calendario. Los criterios para la asignación de esta reserva serán propuestos por la Subsecretaría y aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Pesca y se publicará en la página electrónica de la Subsecretaría de Pesca.”.

3) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:
“Artículo 8°.- Para la administración y manejo de las pesquerías declaradas en régimen de plena explotación con su acceso cerrado y que sean explotadas tanto por el sector pesquero artesanal, como industrial, así como en las pesquerías declaradas en régimen de recuperación y desarrollo incipiente, se deberá establecer un plan de manejo el que deberá contener a lo menos los siguientes aspectos:

a) Antecedentes generales:
1.
área de aplicación del plan de manejo;
2. identificación del o los recursos hidrobiológicos involucrados;
3. 
caracterización de los usuarios de la pesquería;
4. 
aspectos de mercado de los recursos involucrados;
b) Status de la pesquería;

c) Objetivos, metas, reglas de decisión y plazos asociados a los ámbitos del recurso, socio-económicos, fiscalización y medio-ambiental;
d) Mecanismo de participación y descripción del proceso de toma de decisión de la mesa de trabajo público-privada;
e) Seguimiento y evaluación del desempeño del plan de manejo;
f) Requerimientos de investigación.

Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá una mesa de trabajo público-privada que tendrá el carácter de asesora y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto.  Dicha mesa deberá estar integrada por los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate y los armadores industriales autorizados a operar, según corresponda, a través de las organizaciones a las cuales pertenezcan. 
En la determinación del contenido de la letra b) anterior se considerará la opinión y asesoría científica. 

La propuesta de plan de manejo será sometida a consulta pública, la que será difundida en el sitio electrónico de la Subsecretaría. Tratándose de pesquerías bentónicas de carácter local, se deberá además informar el inicio del proceso de consulta, mediante mensaje radial y publicación en extracto en un diario de circulación regional. Los interesados podrán formular observaciones dentro del plazo de 1 mes contado desde la fecha de publicación en el sitio electrónico. Recibidas las observaciones, la Subsecretaría evaluará la pertinencia de reformular la propuesta y dará pública respuesta a las observaciones planteadas.

Concluido el procedimiento antes indicado, la Subsecretaría aprobará el plan de manejo respectivo mediante resolución, previa consulta a los Consejos Zonales de Pesca que corresponda y al Consejo Nacional de Pesca, en caso que el plan de manejo involucre a más de dos regiones, y sus disposiciones tendrán carácter de obligatorio para todos los pescadores artesanales e industriales, así como para las embarcaciones, incluidas las transportadoras. También deberán dar cumplimiento al Plan las plantas de proceso o de transformación de recursos hidrobiológicos, empresas comercializadoras y transportadoras que operen con recursos hidrobiológicos objeto del plan de manejo.
En el Plan de Manejo se podrá considerar un  procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, para aquellas pesquerías que no contemplen un sistema obligatorio, el cual será efectuado, previa licitación, por Entidades que deberán estar acreditadas por el Servicio, quien establecerá mediante Resolución los requisitos y condiciones para la acreditación y para el ejercicio de la función que realicen. 
Una vez establecida la certificación de los desembarques, ésta será obligatoria para todos los participantes en la pesquería. La entidad que realice la función de certificación quedará sometida a la fiscalización del Servicio, el cual emitirá anualmente un informe relativo a la evaluación de las entidades certificadoras, el que deberá ponerse en conocimiento de los integrantes del Plan de Manejo.”.
4) Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:
“Artículo 9°.- Para la administración y manejo de una o más pesquerías de recursos bentónicos de invertebrados y algas, la Subsecretaría podrá establecer un plan de manejo aplicable a todo o parte de una región o regiones, el que deberá contener y se implementará de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 8°.
No obstante lo anterior, en la formulación de estos planes de manejo se deberá determinar los pescadores artesanales involucrados en la o las pesquerías que lo integren. En los casos en que éste sea aplicable sólo a una parte de la región o regiones, participarán los pescadores artesanales inscritos en la pesquería que cumplan con los criterios de participación establecidos en el plan, entre los cuales deberá considerarse el haber efectuado operaciones extractivas en el área de aplicación del plan. Sólo podrán continuar operando en el área quienes cumplan con los requisitos de participación y operación establecidos en el plan. Al menos cada tres años se evaluará el esfuerzo pesquero aplicado al área, pudiendo la Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinar el ingreso de nuevos pescadores artesanales siempre que ello no afecte la sustentabilidad de la pesquería. 
Además de las medidas de conservación y administración contempladas en esta ley, en los planes de manejo a que se refiere este artículo se podrán establecer por Resolución del Subsecretario las siguientes medidas:
a) Rotación de áreas de pesca;
b) Criterio y limitación de la extracción;
c) Traslocación y repoblación de recursos bentónicos.
5) Intercálase en el inciso primero del artículo 50 la siguiente oración final: “salvo que se configure alguna de las causales denegatorias del artículo 50 A.”. 

6) Intercálase el siguiente Artículo 50 A , nuevo pasando el actual artículo 50 A, a ser Artículo 50 B: 

“Artículo 50 A.- Se inscribirán en el Registro Artesanal las solicitudes de inscripción que recaigan sobre las pesquerías que se encuentran incorporadas en una nómina que determinará la Subsecretaría por región. 

La Subsecretaría establecerá, mediante Resolución, la nómina de pesquerías y las especies que la constituyen por región, el respectivo arte o aparejo de pesca y categoría de pescador artesanal que la puede extraer que conformarán el Registro Artesanal. Dicha nómina se deberá actualizar a lo menos cada dos años.

La solicitud de inscripción será denegada en los casos en que se configure alguna de las siguientes causales de denegatorias:

a)
Encontrarse suspendida transito-riamente la inscripción de la pesquería solicitada en el Registro Artesanal, de conformidad con los artículos 20, 33 y 50, todos de esta ley; 

b) Constituir la o las pesquerías solicitadas, unidades de pesquerías declaradas en régimen de recuperación o de desarrollo incipiente, según lo dispuesto en el párrafo tercero del Título III de esta ley;

c)
Constituir la o las especies solicitadas, en conformidad a una nómina que establecerá la Subsecretaría de Pesca, fauna acompañante de las pesquerías señaladas en las letras a) o b) anteriores, salvo que el solicitante se encuentre inscrito en ellas.

En el evento que la especie solicitada no se encuentre en la nómina el Servicio deberá remitir dicha solicitud a la Subsecretaría  la que deberá pronunciarse en el plazo de un mes, incluyendo en la nómina las respectivas especies y artes o denegándola mediante resolución fundada en virtud de las siguientes causales:
a) Por no tener distribución geográfica en el área solicitada;

b) Cuando la actividad solicitada sea contraria a la normativa pesquera vigente.”.

7) Agrégase a continuación del artículo 55 H el siguiente artículo 55 I:

“Artículo 55 I.- Los titulares de asignaciones efectuadas en el marco del Régimen Artesanal de Extracción establecido de conformidad con el artículo 48 A, podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año calendario a otro titular de la misma región o a titulares de otras regiones siempre que se trate de una misma unidad poblacional. También se podrán celebrar estos actos jurídicos en beneficio de uno o más pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal en el recurso respectivo en regiones no sometidas al régimen y dentro de la misma unidad poblacional.

La Subsecretaría, mediante resolución fundada, autorizará las cesiones a que se refiere el inciso anterior. 

El Servicio llevará de oficio un Registro público de traspasos que estará disponible en su página electrónica, en el que se registrará la cesión celebrada debiendo constar en ella el cedente y el cesionario y las toneladas objeto de la cesión, así como el listado de los pescadores artesanales propiamente tales que hayan participado en el último zarpe de la embarcación del cedente de conformidad con el registro de zarpe otorgado por la Autoridad Marítima o en el contrato de embarque, cualquiera que conste en la solicitud de cesión. En el evento de que las toneladas objeto de la cesión superen los saldos de asignación disponibles al momento de la autorización, ésta se realizará hasta el límite disponible.

En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.
No obstante lo anterior, el titular de la asignación sólo podrá ceder, en un período de 3 años corridos, hasta el 50% de la cuota asignada para dicho periodo.  

La infracción a la obligación señalada en el inciso anterior, será causal de caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal del pescador o pescadores titulares de la asignación y de la embarcación artesanal, en su caso.

8) Reemplázanse los artículos 98, 99, 100, 101 y 102 por los siguientes:
“Artículo 98.- La Subsecretaría autorizará mediante resolución la pesca de investigación de conformidad con las normas de este párrafo. Las solicitudes deberán enmarcarse dentro de los propósitos definidos en el artículo 2° Nº 29 de la presente Ley.

Los resultados de las investigaciones deberán comunicarse a la Subsecretaría a través del envío de informes, incluyendo los datos recopilados, dentro de los plazos y de acuerdo con la metodología y objetivos del proyecto aprobado.

El incumplimiento de la obligación antes señalada se considerará como causal suficiente para denegar cualquier nueva solicitud de pesca de investigación, mientras no se regularice la entrega y aprobación del informe final.  

Artículo 99.- Las personas interesadas en realizar  pesca de investigación deberán presentar una solicitud a la Subsecretaría acompañada de los términos técnicos de referencia del proyecto y de los demás antecedentes que establezca el reglamento. 
Si el solicitante es una persona extranjera deberá contar con el patrocinio de una institución pública o privada chilena dedicada a la investigación.

Los términos técnicos de referencia y la ejecución de las actividades de investigación deberán ser realizadas por personas que tengan conocimiento y experiencia profesional o académica en relación a los objetivos planteados en el estudio. 

Artículo 100.- La Subsecretaría podrá autorizar, en casos fundados, la ejecución de proyectos de investigación exceptuándolos de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio.

  

No obstante, tratándose de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas globales anuales de captura, sólo se podrán eximir de tales medidas de administración las pescas de investigación que se efectúen con cargo a la cuota de investigación. Asimismo, tratándose de recursos hidrobiológicos no sometidos a cuotas globales de captura, no se podrá autorizar a capturar más de 2 por ciento de los desembarques del año calendario anterior exceptuándolos de las medidas de administración.

Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará tratándose de los proyectos de investigación que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático ó el patrimonio sanitario del país, en cuyo caso la Subsecretaría podrá fundadamente eximir de las medidas de administración vigentes para las especies en estudio. 
En ningún caso podrá eximirse de las prohibiciones contempladas por esta ley ni de las obligaciones legales y reglamentarias establecidas para la realización de actividades pesqueras extractivas. 

Artículo 101.- Las naves industriales o embarcaciones artesanales, que se utilicen en pesca de investigación deberán estar inscritas en el Registro Nacional Pesquero Industrial o en el Registro Artesanal, según corresponda, y en los casos que la pesquería esté declarada en plena explotación o con su acceso cerrado dichas naves deberán contar con autorización o inscripción sobre el respectivo recurso. En el caso de las pesquerías bentónicas la obligación antes señalada se hará aplicable al buzo y al recolector de orilla, alguero o buzo apnea. 

Quedarán exceptuados de las disposiciones antes señaladas los buques de investigación matriculados como tales ante la Autoridad Marítima o aquellos con dedicación preferente a la ejecución de actividades de investigación, lo cual deberá ser acreditado ante la Subsecretaría. En el caso de proyectos de investigación sobre recursos bentónicos, o que tengan por objeto proteger la biodiversidad, el ambiente acuático o el patrimonio sanitario del país, quedarán exceptuados los muestreadores científicos acreditados por instituciones de investigación.
La Subsecretaría podrá exigir al peticionario la obligación de admitir a bordo al o los observadores científicos o profesionales que ésta determine y las demás obligaciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos de la investigación.

Los armadores podrán disponer de las capturas obtenidas, incluyendo el desembarque y procesamiento de las mismas, una vez recopilada la información necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la investigación.

Artículo 102.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 11 del Decreto Ley N° 2.222, Ley de Navegación, se podrá autorizar la operación de naves extranjeras para los efectos de la pesca de investigación, supeditada a la celebración de un convenio con organismos de investigación públicos o privados chilenos. La solicitud deberá señalar el nombre y dirección de la persona responsable, domiciliada en el país, para efectos de esta ley. 

Los armadores extranjeros deberán cumplir con las disposiciones de la presente ley y con aquellas que otorgan atribuciones a la Autoridad Marítima.”.

9) Elimínase en el inciso 3° del artículo 162, la oración completa después del punto y coma, pasando éste a ser punto aparte.

10) Incorpórase el siguiente artículo 168 A, nuevo:
“Artículo 168 A.- La Subsecretaría, mediante Resolución, podrá autorizar la captura, traslado y disposición de especies hidrobiológicas, según corresponda, en caso que sea necesario realizar actividades de mitigación o reparación ambiental o conservación de las mismas.”. 

Artículo 6°.- 
Modifíquese el artículo transitorio de la ley N° 20.485 en el sentido de agregar la siguiente oración final a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido: “Durante dicho periodo y en las Unidades de Pesquería comprendidas entre la XV y II, y III y IV Regiones, la extracción de jurel se efectuará sobre una talla mínima de carácter referencial de 22 centímetros de longitud de horquilla. Sin perjuicio de lo anterior, se aceptará un margen de tolerancia de un 35% medido en número de ejemplares, respecto de la captura por cada viaje de pesca, durante periodos que serán definidos por la Subsecretaría, debiendo cerrase temporalmente por un periodo de siete días corridos, el área o las áreas definidas por la Subsecretaría dentro de cada Unidad de Pesquería, si se excede dicho porcentaje.”. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° Transitorio.- 
Las pescas de investigación en las pesquerías a que se refiere el artículo 1° de esta ley que se encuentren vigentes a la fecha de publicación, se entenderán prorrogados hasta el día 30 de junio de 2012, en los mismos términos autorizados. Con todo, en las citadas pescas de investigación sólo podrán participar los pescadores artesanales y embarcaciones que se encuentren operando en el marco de la respectiva pesca de investigación con anterioridad al 1 de enero de 2012. 
Artículo 2° Transitorio.- 
Los armadores industriales que se encuentren sometidos a la medida de administración de límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley 19.713 y sus modificaciones, podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas durante el año calendario a un armador artesanal inscrito en dicha pesquería, el que podrá extraerla en la región de su inscripción y dando cumplimiento a las exigencias de certificación de las capturas al momento del desembarque de conformidad con la ley antes citada, o a un titular de límite máximo de captura, el que deberá extraerla en la unidad de pesquería autorizada. En ambos casos las cesiones sólo podrán efectuarse dentro de la misma unidad poblacional. 
Asimismo, los titulares de asignación artesanal como consecuencia del Régimen Artesanal de Extracción, establecido de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año a un armador industrial quien deberá extraerla de acuerdo con la normativa del sector industrial y dentro de la unidad de pesquería autorizada. En este caso las cesiones tendrán un límite del 50% de las toneladas asignadas cada año. 

Las cesiones a que se refieren los incisos anteriores deberán ser autorizadas mediante resolución fundada de la Subsecretaría de Pesca. 

En todos los casos anteriores, una vez autorizadas las cesiones, éstas se deberán publicar en el Registro que llevará el Servicio al efecto, de conformidad con las reglas del artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

En los casos antes regulados las capturas se imputarán al titular original de la asignación.

Artículo 3° Transitorio.- 
Dictada la resolución a que se refiere el inciso 2° del artículo 50 A, el Servicio de oficio deberá proceder a reinscribir a los pescadores artesanales y sus embarcaciones si corresponde, que tengan inscritas una o más especies con su acceso cerrado en una determinada pesquería de conformidad con la nómina, esto es, incorporando en la inscripción todas aquellas especies contenidas en la nómina y que tengan su acceso abierto. En relación a las especies que tengan su acceso cerrado sólo se permitirá que puedan ser extraída como fauna acompañante de la especie principal en los porcentajes que determine la Subsecretaría de Pesca.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.):Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Pablo Longueira Montes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- Andrés Allamand Zavala, Ministro de Defensa Nacional.
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PROYECTO DE LEY,  EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FACILITA EL PROCESO DE INSCRIPCIÓN ELECTORAL AUTOMÁTICA

(7962-06)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7962-06), con la siguiente enmienda:

Ha incorporado el siguiente artículo 2°, pasando el actual artículo único a ser artículo 1°:

"Artículo 2°.- Respecto de los chilenos nacidos en Chile, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá mantener actualizado en sus registros computacionales el domicilio declarado con ocasión de la última actuación realizada ante éste. En dicha actualización deberá indicarse, al menos, la comuna, pudiendo considerarse para estos efectos, aquélla donde se registró su nacimiento, si no se dispusiese de otro antecedente.”. 
*********


Hago presente a Vuestra Excelencia que en este proyecto de ley los artículos 1° (artículo único de ese H. Senado) y 2°, incorporado por esta Cámara, fueron aprobados tanto en general como en particular con  el voto a favor de 97 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.290/SEC/11 de 11 de octubre de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA LA CERTIFICACIÓN DE LOS ARTEFACTOS PARA COMBUSTIBLES DE LEÑA Y OTROS PRODUCTOS DENDROENERGÉTICOS

(7141-08)

Con motivo del Mensaje, Informes, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 7141-08.

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase el número 14 del artículo 3° de la ley N°18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el párrafo primero, la frase "de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas" por "de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión".

b) Suprímese, en el párrafo segundo, la frase "de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética"; reemplázase el punto aparte (.) por un punto seguido (.),  y agrégase a continuación la siguiente oración final: "Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.".

c) Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo:

"Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con este número, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.".
Artículo transitorio.- Los Ministerios del Medio Ambiente y de Energía informarán a las Comisiones de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, y de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, transcurrido un año de la vigencia de esta ley sobre la aplicación de sus disposiciones, en especial respecto de la cantidad de equipos certificados, identificación de los organismos certificadores y todo otro antecedente que sirva para evaluar su aplicación.".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL

(6747-12)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento del rechazo parcial de ese H. Senado de las enmiendas introducidas por esta Corporación, al proyecto al proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6747-12).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta:


- Don Jorge Burgos Varela.


- Don Alberto Cardemil Herrera.

- Don Guillermo Ceroni Fuentes.


- Don Edmundo Eluchans Urenda.


- Doña Andrea Molina Oliva.


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1338/SEC/11, de 19 de octubre de 2011.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL EN LAS COMUNAS QUE INDICA

(5906-07)
HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, y con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores; su jefe de gabinete, señor Pablo Terrazas; el asesor jurídico de esa repartición, señor Álvaro Villanueva, y el asesor, señor Benjamín Valle; del Instituto de Jueces de Policía Local, la Presidenta, señora María Eugenia Espinoza, y los Directores señores Alberto Cooper y Sergio Tobar; de la Municipalidad de Talca, el Alcalde, señor Juan Castro; de la Municipalidad de Trehuaco, el Alcalde, señor Luis Alberto Cuevas; de la Municipalidad de Quillota, la Alcaldesa (S), señora Mariela Opazo; de la Municipalidad de San Miguel, el Alcalde, señor Julio Palestro, y de la Municipalidad de Cabildo, el Alcalde, señor Eduardo Cerda.
- - -

I. OBJETIVO


Crear juzgados de Policía Local en las comunas que indica. 

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7° y artículos primero y segundo transitorios.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las de los números 1 y 2.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las de los números 3 y 3 A.

4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


6. Indicaciones retiradas: no hay.
- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR, CONTENIDO DE LAS INDICACIONES

Y ACUERDOS

1. 
Al iniciar la discusión particular, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, señaló que la ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, dispone que en aquellas comunas en que no existe el cargo de juez de policía local, las funciones correspondientes serán desempeñadas por los respectivos alcaldes. La misma ley también establece diversas materias de competencia de estos tribunales que sólo pueden ser conocidas por jueces letrados, y, para el caso de las comunas que no cuentan con esta clase de magistrados, las correspondientes causas deberán ser conocidas y resueltas por el juez más inmediato al territorio de la comuna en que esa causa se originó y que sea abogado.

2. 
Lo anterior, según dijo, genera dos efectos:

3. 
Uno) Las personas interesadas en tales causas deben trasladarse desde su comuna de residencia para comparecer ante el tribunal competente, lo cual implica costos de traslados y tiempo, y

4. 
Dos) La municipalidad en cuyo territorio se cometió una infracción de aquellas sancionadas con multa, percibirá un ingreso menor, por cuanto el 20% del aquella quedará en beneficio del municipio al cual pertenece el juzgado de policía local que aplique la sanción, conforme lo dispone la ley N° 18.287, que establece el Procedimiento ante Juzgados de Policía Local.


El proyecto de ley en debate, continuó, crea tribunales de policía local en todas aquellas comunas del país que hoy no cuentan en su territorio con este tipo de tribunales (75), entregando una solución a un gran número de ciudadanos en materia de acceso a la justicia. Además, la iniciativa también considera la creación de juzgados de policía local adicionales a solicitud de las respectivas municipalidades, en comunas que, por el elevado número de causas, tienen excesiva carga de trabajo, impidiendo la adecuada atención de las personas afectadas y generando retrasos en la dictación de resoluciones. Es el caso de las comunas de Talca, en la Región del Maule, y de Recoleta en la Región Metropolitana de Santiago. 


Respecto de las plantas municipales, señaló que se incorpora en cada uno de los municipios en que se crean nuevos tribunales, el cargo de juez de policía local, al cual le corresponderá el grado más alto de la respectiva planta de directivos. 


Además, el proyecto propone que en todas las municipalidades la denominación del cargo de secretario del juzgado de policía local será la de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”. Por tanto, la persona que lo ejerza deberá contar con dicho título profesional. El fundamento radica en la necesidad de unificar la denominación y requisitos del cargo de secretario, que presenta hoy situaciones muy disímiles. Al tratarse de un profesional abogado, podrá legalmente subrogar al juez titular en casos de impedimento o inhabilidad de éste, sin tener que recurrir a la intervención de otro juez de policía local. En los casos en que exista dicho función, los alcaldes, mediante decreto, deberán identificar los cargos de la planta "Profesionales" que se transforman en empleos nominados de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, individualizándose a los funcionarios que los sirven a la fecha de su publicación, sin que pueda verse afectado ninguno de sus derechos. Este decreto alcaldicio deberá dictarse dentro de 60 días después de haberse publicado el proyecto de ley. Por su parte, en las administraciones locales donde se crea este cargo, los alcaldes deberán identificar en el respectivo decreto los cargos que se creen, determinando en estos casos el grado de remuneraciones, de acuerdo a las posiciones relativas establecidas en la planta de personal de la municipalidad para los cargos de profesionales, requiriéndose el previo acuerdo del concejo municipal. Este decreto alcaldicio deberá publicarse dentro de los 30 días posteriores a la instalación del nuevo juzgado.

A propósito de la instalación y funcionamiento de los nuevos juzgados de policía local, el señor Subsecretario expresó que éstos serán formalmente instalados en las comunas correspondientes cuando así lo acuerde el concejo municipal, correspondiéndole a la municipalidad decidir la instalación efectiva del tribunal. El costo de la instalación del tribunal será financiado con recursos de la municipalidad que corresponda, para cuyo efecto ésta no podrá, a la fecha del acuerdo del concejo, estar excedida del límite de gasto anual máximo en personal establecido en la legislación vigente. Sobre este punto, recordó que el artículo primero de la ley Nº 18.294 dispone que el gasto anual máximo en personal de las municipalidades de la Región Metropolitana de Santiago, no podrá exceder, respecto de cada una de ellas, del 35% del rendimiento estimado de los ingresos que les correspondan en conformidad a lo establecido en la ley de rentas municipales. Asimismo, la dotación máxima de personal de las municipalidades de la Región Metropolitana de Santiago, cuyas comunas tengan una población superior a 15.000 habitantes, no podrá exceder, respecto de cada una de ellas, la relación de dos funcionarios por cada mil habitantes de la comuna respectiva. Por su parte, el artículo 67 de la ley N° 18.382, dispuso que las normas establecidas en el artículo citado precedentemente respecto de las municipalidades de la Región Metropolitana de Santiago, regirán también para las municipalidades de las restantes regiones.


Enseguida, explicó que en tanto no se produzca la instalación de los juzgados creados por el proyecto de ley en debate, las causas que correspondan a la competencia de éstos, tanto de las ya iniciadas como de las nuevas que se promovieren, continuarán siendo de conocimiento de los actuales juzgados competentes para ello, hasta su total tramitación.

A continuación, se refirió al contenido de las indicaciones.


Tal como se señaló en un párrafo precedente, se propone, a petición de las respectivas municipalidades, la creación de juzgados de policía local adicionales en las comunas de Quillota, Vitacura, San Miguel, Lo Espejo y Puerto Montt. Para ello se modifican de cada una de las plantas de funcionarios de las municipalidades respectivas.


Recordó, además, que los jueces de policía local perciben una asignación mensual de responsabilidad judicial, la cual es de cargo municipal y no se modifica en la indicación propuesta al proyecto de ley. Además, reciben una asignación de incentivo por gestión jurisdiccional, la cual  no se propone cambiar ni en cuanto a montos ni tampoco en lo referido a quien la soporta (sigue siendo de cargo municipal). Además, se mantiene su obtención en función de la calificación que cada año efectúa la Corte de Apelaciones respectiva. Lo comprendido en la indicación propuesta es sólo una nueva modalidad de extensión del beneficio. Hoy el 33% de los jueces mejor calificados por la Corte de Apelaciones respectiva  recibe un 20% de la suma del sueldo base y la asignación municipal. Los jueces que les siguen en orden descendente, hasta llegar al 66% de los mejor evaluados por la Corte, perciben el 10% de la suma del sueldo base y la asignación municipal. Finalmente, no tienen derecho a percibir la asignación los jueces que sean calificados en lista condicional o deficiente. El problema es que, en caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios jueces correspondientes a una misma Corte, es ésta quien debe dirimir estos empates. Así, magistrados hoy bien calificados no perciben esta asignación, lo cual resulta injusto. 


Por ello, y a solicitud del Instituto de Jueces de Policía Local, una indicación propone que a todos los jueces que sean calificados por la Corte de Apelaciones en lista sobresaliente y muy buena, se les conceda  el 20% de la suma del sueldo base y la asignación municipal, y a todos los calificados en lista satisfactoria o regular, el 10% correspondiente. Precisó que la nueva forma de extensión del beneficio no implica  una nueva carga para las municipalidades, las cuales, al confeccionar sus presupuestos, deben siempre considerar la posibilidad que el respectivo JPL sea calificado dentro del 33% mejor puntuado.


Respecto del envío de estados trimestrales, afirmó que el artículo octavo de la ley Nº 15.231 dispone que los jueces de policía local estarán directamente sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la respectiva Corte de Apelaciones. Asimismo, dichos jueces estarán obligados a remitir cada tres meses a la Corte de Apelaciones que corresponda un informe de la gestión del tribunal a su cargo, para que la Corte los considere en la calificación anual del juez. Los informes deberán remitirse a la respectiva Corte dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre. Otra de las indicaciones del Ejecutivo propone que dichos estados trimestrales se remitan los meses de abril, julio, octubre y enero en reemplazo de los meses señalados hoy en la ley, respectivamente. Esta modificación, según dijo,  permitirá que la información remitida coincida con las elaboraciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE). Debe tenerse presente que lo anterior se efectúa una vez vencido el período. Por ello, hoy se presenta la anomalía de que en diciembre debe remitirse la información relativa a los meses de septiembre, octubre y noviembre; produciéndose un desfase, por cuanto la de diciembre recién se remitirá en marzo del año siguiente. No obstante el cambio propuesto, se mantiene inalterable la frecuencia trimestral en la remisión de la información a la Corte.


A continuación, el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo explicó que el Instituto de Jueces de Policía local solicitó incorporar a los funcionarios del tribunal dentro de aquellos cuyo traslado debe contar con autorización expresa del concejo municipal, tal cual hoy se dispone para los que se desempeñan en la unidad de control. El fundamento de ello radica en la especialización que requiere la formación del personal que se desempeña en el tribunal. Se fortalece con ello, dijo, la independencia de la función jurisdiccional.


Otro aspecto que destacó fue la reestructuración de la participación de los jueves de policía local en instancias donde antes no la tenían. Sobre el particular, recordó que el artículo 19 del Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales dispone, respecto de los concursos para la incorporación de nuevos funcionarios a la planta respectiva, que éstos serán preparados por un comité de selección, conformado por el jefe o encargado del personal y por quienes integran la junta a quien le corresponda calificar al titular del cargo vacante, con excepción del representante del personal. Respecto de las municipalidades con una planta inferior a veinte cargos, el concurso será preparado y realizado por el secretario municipal. Con el resultado del concurso el comité de selección o el secretario municipal, en su caso, propondrá al alcalde los nombres de los candidatos que hubieren obtenido los mejores puntajes, con un máximo de tres, respecto de cada cargo a proveer.” En una indicación al proyecto de ley se propone que los jueces integren el comité de selección cuando se trate de proveer cargos destinados a los juzgados. Por otra parte, el artículo 32 del mismo cuerpo legal ordena que las juntas calificadoras del desempeño de los funcionarios municipales estarán compuestas, en cada municipio, por los tres funcionarios de más alto nivel jerárquico, con excepción del alcalde y del juez de policía local, y por un representante del personal elegido por éste. La indicación sugiere que los jueces integren la junta calificadora cuando corresponda evaluar el desempeño de los funcionarios del tribunal. 

Expresó a continuación que el artículo 1º de la ley Nº 20.008 estableció una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, cuyos destinatarios son los funcionarios de las administraciones locales. Dicha norma renovó lo dispuesto en la Ley Nº 19.803, que estableció una asignación de mejoramiento de la gestión municipal. 


La asignación considera los siguientes componentes:


i. Incentivo por gestión institucional, vinculada al cumplimiento de un programa anual de mejoramiento de la gestión, con objetivos específicos medibles a través de indicadores. El cumplimiento dará derecho a los funcionarios a una bonificación de un 6% de las remuneraciones, siempre que la municipalidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de los objetivos anuales.


ii. Incentivo de desempeño colectivo por área de trabajo, vinculado al cumplimiento de metas por unidad municipal. La bonificación no podrá exceder del 4% de las remuneraciones, siempre que la dirección, departamento o unidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual al 90% de las metas anuales comprometidas. 


Para efectos de lo señalado precedentemente, se contempla dentro de las remuneraciones:


a) Sueldo base;


b) Asignación municipal del artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980;


c) Asignación de los artículos 3º y 4º de la ley Nº 18.717, y


d) Asignación del artículo 1º de la ley Nº 19.529.


En la actualidad, y en virtud de lo dispuesto en el numeral 3) del inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 20.008, los jueces de policía local no perciben esta asignación. Mediante una de las indicaciones se propone derogar dicha norma -que constituye una discriminación- puesto que los jueces son los únicos funcionarios municipales que no la perciben.


Finalmente, sobre la planta del personal de la Municipalidad de Talca, el señor Subsecretario explicó que se trata de una modificación meramente formal, destinada únicamente a que los actuales cargos de “secretario juzgado de policía local” pasen a denominarse “secretario abogado de juzgado de policía local”. 

- - -


A continuación, la Presidenta del Instituto de Jueces de Policía Local, señora María Eugenia Espinoza, señaló concordar con el objetivo del proyecto y las indicaciones presentadas, puesto que se crean diversos tribunales de policía local en comunas  que, hasta ahora, no contaban con esta institución jurisdiccional. Además, la iniciativa adecua las plantas municipales con el objeto de que en cada municipalidad se cree el correpondiente cargo de juez de policía local y el cargo de secretario abogado. 


Respecto de este último asunto, la Presidenta del Instituto de Jueces señaló que su creación permitirá avanzar en la profesionalización de esta instancia jurisdiccional, por cuanto se trata de personas especializadas en la labor de estos tribunales, pudiendo reemplazar al juez en caso de ausencia de éste, sin los contratiempos que acarrean otras formas de subrogación que actualmente operan. 


En otro orden de ideas, valoró el hecho de que cada comuna pueda contar con su respectivo órgano jurisdiccional, mejorando así las condiciones de vida de la población al facilitar el acceso expedito a la justicia local a las personas que viven en comunas apartadas, lo que demuestra la importante labor desarrollada por estos tribunales. 


Respecto de las asignaciones de los jueces de policía local, recordó que la ley Nº 20.008, de 23 de marzo de 2005, estableció la entrega de dos de estos beneficios:


Uno) la de responsabilidad judicial inherente al cargo, correspondiente al 30% de la suma del sueldo base y la asignación municpal, y


Dos) la de incentivo por gestión jurisdiccional ascendente al 20% o 10% de la misma suma de los conceptos antes indicados, dependiendo de la ubicación del juez en el ordenamiento que realiza cada una de las Cortes de Apelaciones según sus calificaciones anuales en tercios. De esta forma, el primer tercio recibe un 20%, el segundo un 10%, mientras que el tercer tercio no recibe. Hizo presente que durante la tramitación de esta iniciativa, la Dirección de Presupuesto fijó como requisito  para el reajuste que el monto se determinara por gestión, diferenciando su monto en la forma que se aprobó.


Transcurridos cerca de siete años de la entrada en vigencia de la ley Nº 20.008, se ha verificado, según dijo, la inconveniencia de la aplicación del sistema de otorgamiento anual de la asignación por gestión jurusdiccional. Recordó que el sistema de calificaciones individuales en tercios fue suprimido del sistema calificatorio de la Administración Pública, por lo que resulta complejo que jueces califcados en lista sobresaliente no accedan al reajuste anual del 20%, y menos aún que dos o más jueces igualmente calificados con el mismo puntaje, el más antiguo acceda al un 20% o un 10% y, el más nuevo, a un 10% o 0% de reajuste. 


De esta manera, expresó que parece más apropiado adscribirse al sistema que se aplica al resto de los jueces sujetos al control de las Cortes de Apelaciones, esto es, la ubicación en listas sobresaliente, muy buena, satisfactoria, regular, condicional y deficiente, con lo que los jueces de policía local serán evaluados por la respectiva Corte con igual parámetro con el que se mide al resto de los miembros del Poder Judicial. Según lo expuesto, concordó con la indicación del Ejecutivo en que se incorporan diversas modificaciones (artículo 12) a la ley N° 15.231, orgánica de los juzgados de policía local, reemplazando los numerales i), ii), iii) y iv) del inciso sexto del artículo 5º.


Del mismo modo, valoró la modificación relativa a la entrega de informes de gestión a las Cortes de Apelaciones (estados trimestrales), que corrige la periodicidad en que deben remitirse estos informes sobre el estado de las causas. Así, continuó, la suma total de cada trimestre debe corresponder al año completo, lo que contribuirá a la tabulación que realiza anualmente el Instituto Nacional de Estadísticas.


Respecto de las modificaciones referidas al Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales y a la ley orgánica constitucional de municipalidades, señaló que éstas garantizan la independencia y objetividad en la función jurisdiccional de los juzgados de policía local, resguardando así los derechos de la ciudadanía y de los funcionarios. Lo anterior dice relación también con la relevancia de capacitar a un funcionario en las labores propias de un tribunal de policía local. Así, la norma propuesta en una de las indicaciones del Ejecutivo es similar a la que se aplica hoy al personal de la unidad de control, que obliga al alcalde a solicitar acuerdo del concejo municipal para readscribir al personal.


De acuerdo a lo expresado, señaló que el Instituto de Jueces de Policía Local está de acuerdo con la modificación que se hace al literal n) del artículo 65 de la ley orgánica de municipalidades, como asimismo al artículo 19 del Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales. 


A propósito de las asignaciones de mejoramiento de la gestión municipal, explicó que esta debe ser reestablecida a los jueces de policía local de acuerdo a las siguientes razones:


a) Los jueces deben implementar anualmente medidas de gestión y excelencia para el funcionamiento del tribunal, con el objeto de que el personal pueda acceder a esta asignación;


b) Las asignaciones que perciben los jueces en virtud del artículo 2º de la ley 20.008, fueron otorgadas por el legislador por estimar que sus fundamentos eran diferentes al de la asignación municipal, que percibe todo el personal municipal salvo los jueces de policía local. Por ser el juez el principal gestor en el control  y fijación de medidas para el cumplimiento de las metas propuestas, estimó que la exclusión de éstos en la asignación municipal debe ser reestablecida.

- - -


Enseguida, la Comisión escuchó a los alcaldes de San Miguel, Talca, Trehuaco y Quillota.


El alcalde de la Ilustre Municipalidad de San Miguel, señor Julio Palestro, expresó que los municipios de la Región Metropolitana que han solicitado un segundo tribunal, lo han hecho en razón de la sobrecarga de causas ocasionadas por las infracciones en las autopistas concesionadas, por lo que valoró la iniciativa que, según dijo, ayudará en la descongestión de estos juzgados y entregará mayor celeridad para la tramitación de todas las materias que son de su competencia. 


Del mismo modo, consultó por los costos de instalación de los mismos y por los fondos para la provisión de cargos. 


El alcalde de la Ilustre Municipalidad de Talca, señor Juan Castro, señaló que el tercer tribunal de policía local que se crea en dicha comuna tiene por fundamento el gran número de causas pendientes que hoy existen en los dos juzgados que operan en la ciudad. Como ejemplo, hizo presente que el primer juzgado de policía local tiene 14.500 causas pendientes, a las que hay que sumar cerca 6.000 por infracciones a la ley electoral. De esta forma, continuó, el proyecto de ley soluciona un problema que actualmente aqueja a numerosas comunas del país, que tienen en sus tribunales de policía local la vía de acceso más cercana a la justicia. 


El alcalde de la comuna de Trehuaco, señor Luis Alberto Cuevas, explicó que dicha comuna tiene como principal herramienta de financiamiento el Fondo Común Municipal, por lo que debe entenderse que ello, dijo, implica limitaciones en la disponibilidad de recursos. De esta manera, si bien valoró la posibilidad de crear un juzgado de policía local en la comuna de Trehuaco, solicitó al Ejecutivo facilitar los recursos necesarios para la implementación del proyecto tal como está descrito en el proyecto en debate, que asciende a la suma de $ 38.985.300 pesos. Hizo presente que junto con la obligación de instalar un juzgado, se suman las que otras leyes les han ordenado, como es el caso de las contenidas en la ley sobre acceso a la información pública, y la ley de participación ciudadana, ambas con gastos que aumentan las obligaciones del presupuesto de la comuna.


Finalmente, intervino la alcaldesa subrogante de Quillota, señora Mariela Opazo, quien, al igual que los otros alcaldes, valoró la creación de nuevos tribunales de policía local, sobre todo en relación con el explosivo crecimiento de algunas comunas. En el caso de Quillota, explicó que de acuerdo con el último censo (año 2002) la comuna tiene, aproximadamente, 50.000 habitantes, esperando llegar a 100.000 en la próxima encuesta que se ejecutará el año 2012. Este crecimiento, continuó, no ha sido compatible con la adecuación de las plantas municipales para el debido cumplimiento de las funciones que deben ejecutarse, lo que se ha subsanado con funcionarios a honorarios y otro tipo de adecuaciones. 


Respecto del juzgado de policía local de Quillota, precisó que la carga laboral del mismo ha aumentado de manera sostenida en los últimos 5 años, lo que implica, al día de hoy, cerca de 6.000 causas pendientes. En razón de ello, hizo presente que si bien la creación de un nuevo tribunal aliviará la carga laboral del que hoy existe, solicitó al Ejecutivo los fondos necesarios para la implementación de esta ley y las adecuaciones de las plantas municipales que sean necesarias. 

- - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN DE LAS INDICACIONES

Artículo 3°


Este precepto aprobado en general crea un tercer juzgado de policía local para la comuna de Talca (inciso primero).


En su inciso segundo enmienda el artículo 3° del D.F.L. N° 222-19321, de Interior, de 1994, que a su vez modificó la planta del personal de la municipalidad de Talca, incorporando en la planta de directivos a un juez de policía local, grado 4°, y en la planta de profesionales un cargo de secretario de juzgado de policía local, grado 6°, para cuyo desempeño se requerirá título de abogado y experiencia profesional de un año en la Administración del Estado.


En la indicación N° 1, S.E. el Presidente de la República propone sustituir el inciso segundo descrito con otro que reproduce el texto sustituido, pero agrega una frase que suprime dos cargos de secretario de juzgado de policía local, ambos grado 6°, de la planta de profesionales, y crea en su reemplazo dos cargos de secretario abogado de juzgado de policía local, ambos grado 6°, de la planta de profesionales, con las mismas exigencias que los anteriores para postular a ellos.

Esta indicación resultó aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.
- - -


En la indicación N° 2, S.E. el Presidente de la República propone la incorporación de los artículos 5°, 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos, mediante los cuales se crean los juzgados de policía local en las municipalidades que a continuación se indica, modificando las respectivas plantas para incorporar en ellas el cargo de juez de policía local y el cargo de secretario de juzgado de policía local que en cada caso se señala, exigiendo para acceder a ellos el título de abogado.


El artículo 5° crea un segundo juzgado de policía local para el municipio de Quillota, modificando el artículo 3° del D.F.L. N° 316-19.321 (planta del personal de ese municipio) con el fin de incorporar un cargo de juez de policía local en la planta de directivos, grado 5°, y dos cargos de secretario abogado de juzgado de policía local, ambos grado 8°, en la planta de profesionales.


El artículo 6° crea un segundo juzgado de policía local para el municipio de Lo Espejo, y modifica su ley de plantas -D.F.L. N° 141-19.321- incorporando un juez de policía local, grado 3°, y dos cargos de secretario abogado, grado 5°.


El artículo 7° crea un segundo juzgado de policía local para el municipio de Vitacura y modifica su ley de plantas, D.F.L. N° 318-19.231, incorporando un juez de policía local, grado 3°, y dos cargos de secretario abogado de juzgado de policía local, grado 5°.


El artículo 8° crea un segundo juzgado de policía local para San Miguel, y modifica su planta de personal (D.F.L. N° 259-19.321), para incorporar un juez de policía local, grado 3°, y un cargo de secretario abogado de juzgado de policía local, grado 6°.


Finalmente, el nuevo artículo 9° crea un tercer juzgado de policía local para Puerto Montt e incorpora en su planta -D.F.L. N° 75-19.280- un cargo de juez de juzgado de policía local y tres cargos de secretario abogado de juzgado de policía local.


(Hacemos presente que la creación de más de uno o dos cargos de secretario abogado de juzgado de policía local consignado en estos nuevos artículos 5°, 6°, 7°, 8° y 9°, obedece a que en las respectivas plantas se ha incorporado este nuevo cargo, tanto para los juzgados existentes como para los que se crean en virtud de esta ley. Hasta ahora en esas plantas existía el cargo de secretario de juzgado de policía local, cargo que no exigía necesariamente el título de abogado).

Esta indicación también fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

- - -


La indicación N° 3, también de S.E. el Presidente de la República, agrega al proyecto aprobado en general cuatro nuevos artículos 12, 13, 14, y 15 que, a su vez, introducen enmiendas a las leyes que enseguida se mencionan:


El nuevo artículo 12 modifica la ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, en el siguiente sentido:


i) En el artículo 5° reemplaza los literales i), ii), iii) y iv) por otros i), ii) y iii), nuevos.


El artículo 5° de esta ley establece las incompatibilidades, inhabilidades y prohibiciones a que están afectos los jueces de policía local. También consigna otros beneficios y asignaciones a que tienen derecho.


En el inciso quinto, el referido precepto les reconoce una asignación de incentivo por gestión jurisdiccional, imponible y tributable, con cargo al presupuesto municipal, que se concede de acuerdo al resultado de las calificaciones que efectúe la Corte de Apelaciones respectiva. Esta asignación se percibe mensualmente durante el año siguiente al del proceso calificatorio.


La letra i) de este inciso dispone que el treinta y tres por ciento de los jueces mejor calificados percibirá un 20% de la suma del sueldo base y de la asignación municipal.


La letra ii) dispone que los jueces que sigan en el orden de evaluación hasta el sesenta y seis por ciento de los mejor evaluados percibirán una asignación del 10% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


La letra iii) dispone que en caso de empates en los puntajes de calificación que impidan determinar el incentivo, dirimirá la respectiva Corte, y


La letra iv) declara que no tienen derecho a este incentivo los jueces calificados en lista condicional o deficiente, ni los que en el año anterior no hayan prestado servicios efectivos en el juzgado durante seis meses, salvo que acrediten su ausencia con licencia médica.


La nueva letra i) que propone la indicación previene que los jueces calificados en lista sobresaliente o muy buena a que se refiere el artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales, percibirán un asignación de un 20% de la suma de su sueldo base y de la asignación municipal.


La letra ii), a su vez, dispone que a los jueces calificados en lista satisfactoria o regular les corresponderá un 10% de la misma suma.


La letra iii) declara que no tendrán derecho a este incentivo los jueces calificados en lista condicional o deficiente, ni los que en el año anterior no hayan prestado servicios efectivos durante seis o más meses, salvo que acreditan licencias médicas.

Enseguida, la indicación N° 3, en un numeral 2), reemplaza en el artículo 8°, inciso tercero, de la ley sobre organización y atribuciones de policía local, las palabras “marzo”, “junio”, “septiembre” y “diciembre” por “enero”, “abril”, “julio” y “octubre”, respectivamente.


(El texto vigente dispone que los jueces de policía local deben remitir a la respectiva Corte, durante los meses citados, un informe de gestión para su posterior calificación anual).

Por lo que hace al nuevo artículo 12 que se incorpora al texto aprobado en general y a las enmiendas introducidas en el inciso tercero del texto de la ley N° 15.231 ya mencionada, esta indicación N° 3 fue aprobada con enmiendas en el sentido de la nueva indicación del Ejecutivo (la N° 3 A), según se explicará en seguida. (Unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar).
- - -


Dentro del nuevo plazo autorizado por la Sala del Senado, S.E. el Presidente de la República formuló una nueva indicación, N° 3 A, que incorpora un nuevo artículo 12 en el texto aprobado en general que introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, :


En su artículo 5°:


a) Reemplaza en el inciso segundo del artículo 5° la expresión “creación” por la palabra “instalación”. 


b) Agrega a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la expresión “Lo anterior en es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley N° 18.694, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.  


(El inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 15.231 autoriza a dos o más municipios para crear un juzgado de policía local con jurisdicción común a todos ellos. El artículo 44 de la ley municipal autoriza a dos o más municipios para que un solo funcionario ejerza funciones análogas en todos ellos.).


c) Sustituye en su inciso sexto los numerales i), ii); iii), iv) por los siguientes i), ii) y iii):


“i) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Sobresaliente o Muy Buena, a que se refiere el inciso tercero del artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales, la asignación corresponderá a un 20% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


ii) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Satisfactoria o Regular, contemplada en la norma citada precedentemente, la asignación corresponderá a un 10% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


iii) No tendrán derecho a percibir este incentivo los jueces de policía local calificados en Lista Condicional o Deficiente, ni aquellos que durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo, no hayan prestado servicios efectivos en el Juzgado de Policía Local durante seis meses o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas contempladas en su régimen estatutario.”.

En su artículo 8°:


Reemplazar en su inciso tercero las palabras “marzo”, “junio”, “septiembre” y “diciembre”, por las expresiones “enero”, “abril”, “julio” y “octubre”, respectivamente. 


Al explicar esta nueva indicación del Ejecutivo, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores, señaló que el proyecto de ley considera la creación de juzgados de policía local en cada una de las comunas en las cuales aún no existe dicho tribunal (75 en total), por lo que la instalación de los respectivos juzgados será decidida por cada municipalidad. Con el objeto de facilitar dicha instalación, especialmente para aquellas municipalidades que disponen  de escasos recursos, se propone modificar el inciso segundo del artículo 5º de la Ley Nº 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.


En rigor, las municipalidades no pueden crear juzgados de policía local. Es así como el inciso primero del artículo 76 de la Constitución Política dispone que “La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley.” De la norma constitucional citada se desprende que la creación de órganos jurisdiccionales sólo puede realizarse mediante la dictación de normas de rango legal, de ahí que jurídicamente hoy no es posible que dos o más municipalidades creen un juzgado de policía local. Según dijo, el uso de la expresión creación se debe, probablemente, a que el texto actual de la Ley Nº 15.231 fue fijado mediante el Decreto Supremo Nº 307, del Ministerio de Justicia, de 3 de marzo de 1978; es decir, se trata de un articulado anterior a la fecha de entrada en vigencia del actual texto constitucional.


Por las razones señaladas, la nueva indicación propone reemplazar la expresión que dos o más municipalidades podrán crear juzgados de policía local con jurisdicción sobre las respectivas comunas por la facultad de ellas para instalar dichos órganos jurisdiccionales compartidos.


Además, en su opinión debe considerarse lo dispuesto en el inciso primero del artículo 44 de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el cual señala que “Dos o más municipalidades podrán convenir que un mismo funcionario ejerza,  simultáneamente, labores análogas en todas ellas. El referido convenio requerirá el acuerdo de los respectivos concejos y la conformidad del funcionario.” La indicación no propone modificar dicha norma; sin embargo, se hará expresa mención de ella en el texto de la Ley Nº 15.231, para efectos de que no queden dudas que, existiendo la decisión de “compartir” jugados de policía local entre dos o más municipalidades, éstas podrán, además, disponer que funcionarios puedan desempeñar funciones en todas ellas.

Puesta en votación la nueva indicación del Ejecutivo, N° 3 A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, con la sola enmienda de intercalar en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 15.231, a continuación de la palabra “acordar”, la frase “en la forma en que esos municipios convengan”.
- - -


El nuevo artículo 13 propuesto en la indicación N° 3 agrega en el literal n) del artículo 65 de la ley orgánica constitucional de municipalidades, a continuación de la palabra “control” las expresiones “y en los juzgados de policía local”.


(El referido precepto dispone que el alcalde requerirá el acuerdo del concejo para readscribir o destinar a otras unidades al personal municipal que se desempeñe en la unidad de control).


El nuevo artículo 14 consignado en la misma indicación sugiere enmiendas a los artículos 19 y 32 del Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales (ley N° 18.883).


En relación con el primero (artículo 19), que regula los concursos para acceder a cargos en el municipio, el nuevo precepto del artículo 14 propone la agregación de un nuevo inciso segundo que dispone que para efectos de proveer los cargos de los juzgados de policía local, el comité de selección estará además integrado por el juez de policía local. (Los otros integrantes consignados en el inciso primero de este artículo son el jefe o encargado del personal y las personas que conforman la junta a la que corresponde calificar al titular del cargo vacante, con excepción del representante del personal).


La segunda enmienda al artículo 19 consiste en intercalar en el inciso segundo -que ha pasado a ser tercero en virtud de la agregación explicada en el párrafo anterior-, a continuación de la palabra “municipal” precedida de un punto y coma (;), la oración “con todo, si se tratare de proveer cargos destinados a los juzgados de policía local, el juez participará en la realización del concurso”.


(El inciso segundo de este artículo 19, que pasa a ser inciso tercero, dispone que respecto de los municipios con una planta inferior a veinte cargos, el concurso será preparado y ejecutado por el secretario municipal).


En relación con el artículo 32, el precepto del artículo 14 de la indicación intercala un nuevo inciso segundo que dispone que para efectos de la calificación de los funcionarios adscritos a los juzgados de policía local, la junta calificadora estará conformada, además, por el juez de policía local .


(El inciso primero de este artículo señala la forma de integración de las juntas calificadoras de los empleados municipales).


Finalmente, el artículo 15 consignado en la indicación deroga el numeral 3) del inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 20.008, sobre asignaciones para funcionarios municipales y jueces de policía local.


El precepto mencionado establece una asignación de mejoramiento de gestión municipal que beneficia a los funcionarios municipales, regulada por la ley N° 19.803. (El N° 3 del referido artículo 1° de esta ley -N° 19.807- dispone que dicha asignación no será aplicable a los jueces de policía local).

Los nuevos artículos 13, 14 y 15 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar. 

- - -

MODIFICACIONES


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto en los términos del texto acordado por ésta en el primer informe, con las siguientes enmiendas:
Artículo 3º

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Al efecto, modifícase el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 222-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Talca, incorporando en la planta de “Directivos”, un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 4º; y, en la planta de “Profesionales”, un cargo de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, grado 6º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado y experiencia profesional de, a lo menos, un año en la Administración del Estado. Asimismo, suprímense dos cargos de “Secretario Juzgado de Policía Local”, ambos grado 6°, de la planta de “Profesionales” y créanse en su reemplazo dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 6°, de la  planta de “Profesionales”, para cuyo desempeño se requerirá cumplir con los mismos requisitos descritos precedentemente.”.

(Unanimidad 4x0)
- - -


Incorporar los siguientes artículos 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, nuevos:


“Artículo 5°.- Créase en la Municipalidad de Quillota un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 316-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Quillota, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 5º, y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 8º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 6°.- Créase en la Municipalidad de Lo Espejo un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 141-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Lo Espejo, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º, y, en la planta de   "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 5º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 7°.- Créase en la Municipalidad de Vitacura un Juzgado de Policía Local, que se denominará “Segundo Juzgado de Policía Local”.


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 318-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Vitacura, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º; y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 5º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 8º.- Créase en la Municipalidad de San Miguel un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 259-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de San Miguel, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º; y, en la planta de “Profesionales”, un cargo de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, grado 6º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 9º.- Créase en la Municipalidad de Puerto Montt un Juzgado de  Policía Local, que se denominará "Tercer Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 75-19.280, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Puerto Montt, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez 3er Juzgado de Policía Local”, grado 5º; y, en la planta de "Profesionales", tres cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, todos grado 10º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.”.
(Unanimidad 4x0)

Artículo 5º


Pasa a ser artículo 10º, sin enmiendas.

(Unanimidad 4x0)

Artículo 6º


Pasa a ser artículo 11º, sin enmiendas.
(Unanimidad 4x0)

- - -

Incorporar los siguientes artículos 12, 13, 14 y 15, nuevos:


“Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto Supremo N° 307, de 1978, del Ministerio de Justicia:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 5°:


a) Reemplázase la expresión “creación” por la palabra “instalación”.

b) Intercálase, a continuación de la palabra “acordar”, la frase “en la forma en que esos municipios convengan”. 

c) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la expresión “Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.


2) Reemplázanse, en el inciso sexto del artículo 5°, los numerales i), ii), iii) y iv) por los siguientes i), ii) y iii):


“i) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Sobresaliente o Muy Buena, a que se refiere el inciso tercero del artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales, la asignación corresponderá a un 20% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


ii) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Satisfactoria o Regular, contemplada en la norma citada precedentemente, la asignación corresponderá a un 10% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


iii) No tendrán derecho a percibir este incentivo los jueces de policía local calificados en Lista Condicional o Deficiente, ni aquellos que durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo, no hayan prestado servicios efectivos en el Juzgado de Policía Local durante seis o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas contempladas en su régimen estatutario.”.


3) Sustitúyense, en el inciso tercero del artículo 8°, las palabras “marzo”, “junio”, “septiembre” y “diciembre”, por las expresiones “enero”, “abril”, “julio” y “octubre”, respectivamente.


Artículo 13.- Agrégase, en el literal n) del artículo 65 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, a continuación de la palabra “control” la expresión “y en los juzgados de policía local”.


Artículo 14.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:


1) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Para efectos de proveer cargos destinados a los juzgados de policía local, el comité de selección estará integrado, además, por el respectivo juez.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, que ha pasado ser inciso tercero, a continuación de la palabra “Municipal”, y precedida de un punto y coma (;), la siguiente oración: “con todo, si se tratare de proveer cargos destinados a los juzgados de policía local, el juez participará en la realización del concurso.”.


2) Agrégase, en el artículo 32, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Para efectos de la calificación de los funcionarios adscritos a los juzgados de policía local, la Junta Calificadora estará conformada, además, por el respectivo juez.”.


Artículo 15.- Derógase el numeral 3) del inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 20.008, que Establece Asignaciones que Indica para Funcionarios Municipales y Jueces de Policía Local.”.
(Unanimidad 4x0)
- - -
Artículo 7º


Pasa a ser artículo 16, sin enmiendas. 
(Unanimidad 4x0)

- - -

En virtud de las modificaciones consignadas precedentemente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1º.- Créase un Juzgado de Policía Local en cada una de las siguientes municipalidades:


Putre; Camarones; General Lagos; Alto Hospicio; Camiña; Colchane; Pica; Ollagüe; San Pedro de Atacama; Alto del Carmen; Freirina; La Higuera; Paihuano; Río Hurtado; Juan Fernández; Calle Larga; Rinconada; Panquehue; Coinco; Litueche; La Estrella; Marchigüe; Lolol; Pumanque; Empedrado; Pelluhue; Hualañé; Rauco; Vichuquén; Contulmo; Hualpén; Tirúa; Antuco; Quilaco; San Rosendo; Alto Biobío; Cobquecura; Ninhue; Pemuco; Portezuelo; Ranquil; San Fabián; Trehuaco; Curarrehue; Melipeuco; Perquenco; Cholchol; Ercilla; Los Sauces; Renaico; Corral; Máfil; Cochamó; Curaco de Vélez; Dalcahue; Puqueldón; Queilén; Chaitén; Futaleufú; Palena; Lago Verde; Guaitecas; Cochrane; O"Higgins; Tortel; Chile Chico; Río Ibañez; Laguna Blanca; Río Verde; San Gregorio; Cabo de Hornos; Primavera; Timaukel; Torres del Paine, y Alhué. 


Cada uno de los Juzgados de Policía Local antes indicados tendrá jurisdicción sobre el territorio de la respectiva comuna.


Artículo 2º.- Modifícanse los correspondientes decretos con fuerza de ley que establecen las plantas de personal de cada una de las municipalidades mencionadas en el artículo anterior, en el siguiente sentido:


a) Créase, en el grado más alto de la correspondiente Planta de Directivos, el cargo de "Juez de Policía Local", y


b) Créase, en la correspondiente Planta de Profesionales, el cargo de "Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local", cuyo grado de remuneraciones será determinado de la forma que expresa el artículo 6° de la presente ley. 


Artículo 3º.- Créase en la Municipalidad de Talca un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Tercer Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 222-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Talca, incorporando en la planta de “Directivos”, un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 4º; y, en la planta de “Profesionales”, un cargo de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, grado 6º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado y experiencia profesional de, a lo menos, un año en la Administración del Estado. Asimismo, suprímense dos cargos de “Secretario Juzgado de Policía Local”, ambos grado 6°, de la planta de “Profesionales” y créanse en su reemplazo dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 6°, de la  planta de “Profesionales”, para cuyo desempeño se requerirá cumplir con los mismos requisitos descritos precedentemente.

Artículo 4º.- Créase en la Municipalidad de Recoleta un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 4-19.280, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Recoleta, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de "Juez de Policía Local", grado 3º, y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de "Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local", grado 5º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 5°.- Créase en la Municipalidad de Quillota un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local.


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 316-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Quillota, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 5º, y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 8º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 6°.- Créase en la Municipalidad de Lo Espejo un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 141-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Lo Espejo, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º, y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 5º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 7°.- Créase en la Municipalidad de Vitacura un Juzgado de Policía Local, que se denominará “Segundo Juzgado de Policía Local”.


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 318-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Vitacura, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º; y, en la planta de "Profesionales", dos cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, ambos grado 5º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 8º.- Créase en la Municipalidad de San Miguel un Juzgado de Policía Local, que se denominará "Segundo Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 259-19.321, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de San Miguel, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez de Policía Local”, grado 3º; y, en la planta de “Profesionales”, un cargo de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, grado 6º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.


Artículo 9º.- Créase en la Municipalidad de Puerto Montt un Juzgado de  Policía Local, que se denominará "Tercer Juzgado de Policía Local".


Al efecto, modifícase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 75-19.280, de 1994, del Ministerio del Interior, que adecua, modifica y establece la planta de personal de la Municipalidad de Puerto Montt, incorporando en la planta de "Directivos", un cargo de “Juez 3er Juzgado de Policía Local”, grado 5º; y, en la planta de "Profesionales", tres cargos de “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”, todos grado 10º, para cuyo desempeño se requerirá título de Abogado.

Artículo 10º.- Modifícanse por el solo ministerio de esta ley, los decretos con fuerza de ley de aquellas municipalidades en que, existiendo uno o más juzgados de policía local, sus respectivas plantas de personal no identifican, expresamente, el o los cargos de Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local, en el sentido que se expresa a continuación:


a) En aquellas municipalidades en que el o los cargos de Secretario de Juzgado de Policía Local se encuentren servidos por un profesional con título de abogado, transfórmanse dichos empleos en cargos nominados como "Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local". 


b) En aquellas municipalidades en que el o los cargos de Secretario de Juzgado de Policía Local no se encuentren servidos por un profesional con título de abogado, créase en la respectiva Planta Profesional, el empleo nominado "Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local", cuyo grado de remuneraciones será determinado de la forma que expresa el artículo 6° de la presente ley. 


Artículo 11º.- Los alcaldes de las municipalidades respectivas, mediante decreto, identificarán los cargos de la planta de "Profesionales" que se transforman en empleos nominados de "Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local", individualizándose a los funcionarios que los sirven a la fecha de su publicación, sin que pueda verse afectado ninguno de sus derechos como consecuencia de la presente ley. 


De la misma forma antes señalada, los alcaldes deberán identificar los cargos que se creen en virtud de lo señalado en la letra b) del artículo 2° y en la letra b) del artículo 5° de la presente ley, determinando además en estos casos el respectivo grado de remuneraciones, de acuerdo a las posiciones relativas establecidas en la planta de personal de la municipalidad para los cargos de profesionales, requiriéndose al efecto el previo acuerdo del concejo municipal.


Los decretos alcaldicios respectivos deberán dictarse en el plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley, para los casos a que se refiere el artículo 5°, y, para los casos a que se refiere el artículo 2° letra b), en el plazo de treinta días contado desde la fecha de instalación del juzgado; remitiéndose, en ambos casos, copia de los decretos a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.


Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto Supremo N° 307, de 1978, del Ministerio de Justicia:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 5°:


a) Reemplázase la expresión “creación” por la palabra “instalación”.


b) Intercálase, a continuación de la palabra “acordar”, la frase “en la forma en que esos municipios convengan”.

c) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la expresión “Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.


2) Reemplázanse, en el inciso sexto del artículo 5°, los numerales i), ii), iii) y iv) por los siguientes i), ii) y iii):


“i) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Sobresaliente o Muy Buena, a que se refiere el inciso tercero del artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales, la asignación corresponderá a un 20% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


ii) Para aquellos jueces de policía local calificados en Lista Satisfactoria o Regular, contemplada en la norma citada precedentemente, la asignación corresponderá a un 10% de la suma del sueldo base y la asignación municipal.


iii) No tendrán derecho a percibir este incentivo los jueces de policía local calificados en Lista Condicional o Deficiente, ni aquellos que durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo, no hayan prestado servicios efectivos en el Juzgado de Policía Local durante seis o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas contempladas en su régimen estatutario.”.


3) Sustitúyense, en el inciso tercero del artículo 8°, las palabras “marzo”, “junio”, “septiembre” y “diciembre”, por las expresiones “enero”, “abril”, “julio” y “octubre”, respectivamente.


Artículo 13.- Agrégase, en el literal n) del artículo 65 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, a continuación de la palabra “control” la expresión “y en los juzgados de policía local”.


Artículo 14.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:


1) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Para efectos de proveer cargos destinados a los juzgados de policía local, el comité de selección estará integrado, además, por el respectivo juez.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, que ha pasado ser inciso tercero, a continuación de la palabra “Municipal”, y precedida de un punto y coma (;), la siguiente oración: “con todo, si se tratare de proveer cargos destinados a los juzgados de policía local, el juez participará en la realización del concurso.”.


2) Agrégase, en el artículo 32, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Para efectos de la calificación de los funcionarios adscritos a los juzgados de policía local, la Junta Calificadora estará conformada, además, por el respectivo juez.”.


Artículo 15.- Derógase el numeral 3) del inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 20.008, que Establece Asignaciones que Indica para Funcionarios Municipales y Jueces de Policía Local.

Artículo 16º.- El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la respectiva municipalidad.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La instalación de los Juzgados de Policía Local creados por la presente ley requerirá el previo acuerdo del respectivo concejo municipal. En todo caso, para su instalación, la municipalidad no podrá estar excedida del límite de gasto anual máximo en personal que establezca la legislación vigente a la fecha de dicho acuerdo del concejo.


Artículo segundo.- Mientras no se produzca la instalación de los juzgados de policía local creados por la presente ley, las causas que correspondan a la competencia de éstos, tanto las ya iniciadas como las que se promovieren, continuarán siendo de conocimiento de los actuales juzgados competentes para ello, hasta su total tramitación.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 30 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 13 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, y 11 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INSTITUYE EL 6 DE OCTUBRE DE CADA AÑO COMO EL “DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR FERROVIARIO”

(7974-13)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Soledad Alvear Valenzuela e Isabel Allende Bussi, y señores Carlos Bianchi Chelech, Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Pedro Muñoz Aburto.

Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río Correa.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar el 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

La Constitución Política de la República, especialmente su artículo 63, N° 5).
II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a este proyecto de ley fundamenta su propuesta en los siguientes términos:


En primer lugar, destaca que desde su invención y desarrollo el Ferrocarril se constituyó en uno de los logros más importantes de la humanidad, habida cuenta de su indiscutible aporte con miras a impulsar la economía, la producción, el transporte y las telecomunicaciones, mejorando, en suma, la calidad de vida de las personas.

En ese sentido, señala que dichos factores contribuyeron a consolidar la soberanía territorial de la República, el desarrollo de la economía y el progreso de sus habitantes. En tal contexto, el auge del sector ferroviario que se verificó en nuestro país generó el desarrollo de trabajadores especialistas en una serie de oficios y profesiones en dicho ámbito. Por otra parte, estos trabajadores fueron protagonistas, también, de los primeros movimientos sindicales que tuvieron lugar en nuestro país. 

Enseguida, la Moción se refiere a la historia del ferrocarril en nuestro país. Al respecto, señala que este medio de transporte comenzó a funcionar en el año 1851, y muy pronto logró unir el territorio nacional con una misma línea férrea desde Iquique hasta Puerto Montt, sin perjuicio de los ferrocarriles que también operaron en Chiloé y Arica. Asimismo, este medio de transporte funcionó hacia el extranjero, con el ferrocarril Trasandino que unía Santiago con Buenos Aires, y el FCALP, que conectaba Arica con La Paz.

Luego, añade, el 6 de agosto de 1862 se promulgó la Ley de Ferrocarriles, la que rigió hasta el año 1925.

A nivel mundial, agrega, en la década de 1950 los trenes mostraron los primeros síntomas de declinación tras la masiva irrupción de otros vehículos de transporte –terrestre y aéreo-, los cuales alcanzaron un mayor desarrollo durante la Segunda Guerra Mundial.

En Chile, no obstante, hacia la década de 1960 aún continuaban los planes de inversión en ferrocarriles. Sin embargo, posteriormente, las políticas de autofinanciamiento generaron un menor aporte fiscal, a lo cual se sumó luego una competencia desleal motivada en la subvención estatal al trasporte terrestre vial, todo lo cual derivó en una declinación progresiva de este medio de transporte en nuestro país.

Durante este desarrollo histórico, agrega la iniciativa, a medida que avanzaba el tendido ferroviario y surgían pueblos y ciudades en torno a las estaciones de ferrocarriles, sus trabajadores se integraron a la vida social, cultural, deportiva o política de esas localidades y, en ese contexto, no se mantuvieron ajenos al movimiento sindical chileno. De hecho, acota, participaron activamente en la constitución de la Federación Obrera de Chile (FOCH), en el año 1909, la que se formó sobre la base de los sindicatos ferroviarios.

Con posterioridad, en 1972, cuando se verificó el paro de los camioneros, los trabajadores ferroviarios no se plegaron a dicha paralización, lo que les significó enfrentar el malestar de los transportistas.

Tras los acontecimientos registrados en Chile en 1973, además de la intervención militar a la administración de los ferrocarriles, se desató una represión contra estos trabajadores, lo que dio origen a masivas exoneraciones y fusilamientos.

En ese contexto, sostiene la Moción, el 6 de octubre de 1973 un grupo de trabajadores ferroviarios de la Maestranza de San Bernardo fueron detenidos en sus domicilios y sus lugares de trabajo, siendo luego fusilados por militares de la Escuela de Infantería, hechos que han sido consignados en el Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación, y en las investigaciones judiciales que se han verificado sobre el particular.

Por ello, señala la Moción, existiendo consenso acerca de la contribución y relevancia económica, social, cultural y política que los trabajadores ferroviarios han significado para el país, es preciso reconocer explícitamente dichas circunstancias. Indica que la fecha propuesta para tales efectos -6 de octubre de cada año-  corresponde al día en que fueron fusilados los once ferroviarios de la Maestranza Central San Bernardo. Agrega que, si bien se trata de una fecha aciaga, se ha transformado en una época de reencuentro de la familia ferroviaria y su historia, lo que contribuye a favorecer una convivencia sólida, reconociendo el aporte que, para ello, genera el respeto a las ideas y a las personas, y una constatación de que la paz, la libertad y la democracia triunfan por sobre la intolerancia y la violencia.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

“Artículo único.- Institúyese el día 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”.”.
Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social sostuvo que el Ejecutivo valora tanto el contenido como la expresión de motivos de la Moción que da origen a la iniciativa legal en estudio, habida cuenta de la detallada relación que formula a propósito de la historia del ferrocarril en nuestro país. Asimismo, indicó que el Ejecutivo no se opone a la consagración de una fecha en que se reconozca el aporte de los trabajadores del sector ferroviario a la conectividad y al desarrollo de Chile. 

Destacó que, no obstante ello, existen una serie de fechas en que podría verificarse dicho reconocimiento, teniendo presente, para tales efectos, la muy relevante participación de los trabajadores de dicho sector en los incipientes movimientos sindicales que tuvieron lugar durante las primeras décadas del siglo pasado.

El Honorable Senador Muñoz Aburto, en su calidad de coautor de la Moción en examen, expresó que efectivamente existen varias fechas en que podría tener lugar el reconocimiento que la iniciativa legal contempla. No obstante ello, destacó la relevancia de aprobar la referida propuesta de ley en los términos en que ella fue formulada, toda vez que los propios trabajadores del rubro ferroviario han sugerido el 6 de octubre como una fecha apropiada para rendir el homenaje que dicho sector merece, atendido el valor simbólico que para ellos representa.

Finalmente, la Comisión se pronunció en torno al proyecto de ley en informe y, por la mayoría de sus miembros presentes, aprobó la iniciativa en razón de compartir su objetivo y los fundamentos en que se sustenta.

- Por consiguiente, puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto, y una abstención, del Honorable Senador señor Kuschel. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Institúyese el día 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 12 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental), y señores Carlos Bianchi Chelech y Carlos Ignacio Kuschel Silva.

Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2011.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE EL ANATOCISMO

(8007-03)
Antecedentes
Las operaciones de créditos de dinero en nuestro país se rigen por la ley N° 18.010, publicada en el Diario Oficial del 27.06.1981, aunque en realidad es un DL, ya que en esa fecha, regía el país una Junta Militar que había concentrado el poder total. Esta norma, reemplazó al DL 455 de 25.05.1974 que estableció normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que aún rigen, con una modificación, la Ley 19.951 del 26 de junio del 2006, que redujo en parte los excesivos abusos que bancos y financieras cometen contra los clientes.
Sin embargo, no han tenido éxito iniciativas que buscan la eliminación de las normas que permiten el cobro de intereses.
Desde el retorno a la democracia, se han presentado diversos proyectos de ley para modificarla, sin embargo, han fracasado otras iniciativas que buscaban eliminar la institución del anatocismo. En Chile primó por muchos años una legislación que prohibía el pago de intereses sobre intereses, ya que las concepciones liberales en lo económico eran morigeradas por una visión cultural religiosa y humanista laica que repudiaba la usura.

Por las razones indicadas, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo único:
1.- MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL:
Se sustituye el artículo 2206 del Código Civil por el siguiente: 

“Artículo 2206: “Se prohíbe estipular intereses sobre intereses”.”.
2.- Modifícase la ley Nº 18.010 en la forma que se indica:
a).- Derógase el artículo 9° de la ley Nº 18.010 y cualquier otra norma que permita el cobro de intereses sobre intereses sobre la base de los créditos que otorgan las entidades financieras en su más amplia expresión.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SOMETE A CEMENTERIOS AL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

(8015-12)
En los comienzos de la vida republicana el Director Supremo Bernardo O’higgins Riquelme inauguró el Cementerio  General el 9 de diciembre de 1821. 

Las leyes de aquella época sólo permitían la inhumación de personas católicas por lo que originalmente no se podían enterrar a los protestantes, llamados disidentes en esa época, y recién en 1854 se crea en dicho Cementerio  el Patio de los Disidentes Nº 1.

Recién en 1871 el decreto de cementerios establece la sepultura sin distinción de credo en un espacio debidamente separado para los disidentes y permite la creación de cementerios laicos con fondos fiscales o municipales que debían ser administrados por el Estado o el Municipio. 

Esta diferenciación entre Cementerios católicos y laicos tuvo su fin luego de una aguda polémica que dividió  a nuestro país hacia finales del siglo XIX con la promulgación el 2 de agosto de 1883 de la Ley de cementerios civiles (como parte de las leyes laicas) bajo la Presidencia de Domingo Santa María González. 

Dicha ley estableció  la administración de los cementerios públicos por el Estado o los Municipios retirándose cualquier administración o incumbencia eclesiástica en materia de cementerios  y el claro principio de  no discriminación en la sepultura de los difuntos, además de prohibir el entierro en los terrenos de las Iglesias. 

La actual legislación vigente en materia de cementerios la constituye el Código Sanitario y el Decreto número 357 de 1970 que establece el Reglamento General de Cementerios.
En materia de Cementerios, nuestro país ha experimentado en los últimos 20 años un gran crecimiento de un tipo particular de Cementerios de propiedad de privados que se caracterizan por la construcción de  sepulturas  en nichos en  tierra que  son las que permiten la inhumación de uno o más cadáveres en terrenos especialmente destinados a este objeto. 

El reglamento de cementerios establece que dichas sepulturas deben tener dos metros veinte centímetros de largo por noventa centímetros de ancho, cuando son destinados a adultos y un metro cuarenta y tres centímetros por setenta centímetros cuando son destinados a niños menores de 10 años. En ambos casos la profundidad de la fosa será de un metro treinta.

Creemos que la explosiva aparición de este tipo de Cementerios ha dejado a la legislación existente en materia de Cementerios desfasada de este fenómeno, sobre todo en lo que dice relación con el cumplimiento de las necesarias medidas de seguridad sanitaria que los Cementerios deben cumplir.

Es por esto que como una manera de iniciar una completa revisión y actualización de la normativa sobre Cementerios de nuestro país es que venimos en proponer  algunos cambios legislativos que creemos necesarios establecer a fin de que luego los Reglamentos se ajusten a dichos cambios

El primer cambio dice  relación con la ley que regula el sistema de evaluación de impacto ambiental.
El artículo 10 de dicha ley contempla en sus varias letras una serie de proyectos o actividades que deben someterse de manera obligatoria al Sistema de evaluación de impacto ambiental que lleva adelante el Servicio de evaluación de impacto  ambiental (SEIA)

Creemos necesario como primera medida incorporar a los proyectos de construcción de cementerios al sometimiento  obligatorio de evaluación de su cumplimiento de la normativa ambiental correspondiente, para de esta forma asegurar que estos no pongan en riesgo bajo ninguna medida la salubridad y salud  de la población.

El otro cambio dice relación con las características de los terrenos que son destinados a la construcción de Cementerios.

El actual Reglamento General de Cementerios hace referencia a dos materias que dicen relación con los terrenos destinados a Cementerios  y la eventual presencia de cursos de aguas en sus cercanías.

La primera disposición dice relación con la eventual construcción de un cementerio en un terreno “impermeable” en cuanto a exigir la construcción de un “adecuado” sistema de drenaje.

Hacemos ver en primer lugar  que el Reglamento incurre en un error al expresar la palabra impermeable, puesto que la correcta es “permeable”.
El establecimiento de dicha disposición, claramente no tuvo a su vista  la construcción de nichos de tierra de profundidades que pueden llegar a los tres metros, puesto que ningún sistema de drenaje asegura que las aguas que puedan estar en el terreno no lleguen al contacto con los cadáveres que se encuentran en dichos nichos, con el consiguiente riesgo de que las aguas que son drenadas desde el cementerio salgan con algún tipo de contacto con cadáveres que por su natural proceso de descomposición traen aparejadas una serie de bacterias que sin duda constituyen un riesgo para la salud y salubridad pública.

En directa relación con dicha disposición está otra establecida en el reglamento de cementerios que establece que el área destinada a sepultación de los cementerios no podrá estar situada a una distancia menor de treinta metros de la ribera de un río, manantial, acequia, pozo u otra fuente que pueda abastecer de agua para la bebida o el riego.

Creemos también que el establecimiento de  dicha disposición no tuvo a la vista la proliferación de la construcción de cementerios con nichos en tierra, puesto que dichos nichos pueden fácilmente por su construcción entrar en contacto con pozos u napas que formen parte de una hoya hidrográfica, por lo que lo prudente sería establecer para este tipo de Cementerios una distancia de 100 metros a una fuente de agua.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Primero: Incorpórese en  el artículo 10 de la ley 19.300 sobre bases generales del medio ambiente la siguiente letra  s) nueva:

s)  Proyecto de construcción de Cementerios tanto públicos como privados.
Articulo Segundo: Modifíquese el Código Sanitario incorporando el siguiente artículo 136 bis:
136 bis: No se podrá autorizar la instalación ni el funcionamiento de cementerios que contemplen la construcción de nichos en tierra que permitan la inhumación de uno o más cadáveres en terrenos especialmente destinados a este objeto, en terrenos que sean permeables al agua, ni que se encuentren a menos de 100 metros de la ribera de un río, manantial, acequia, pozo u otra fuente que pueda abastecer de agua para la bebida o el riego.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech,

Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y QUINTANA, RELATIVO A LA PREVENCIÓN DEL TRAUMA ACÚSTICO EN LA POBLACIÓN JUVENIL
(S 1420-12)

Considerando:

1. Que en la discusión del Presupuesto 2011 el Ejecutivo propuso reducir en un 51,3% respecto del Presupuesto 2010, los recursos destinados al Equipamiento de los Liceos Técnico-Profesionales, justificando esta medida en la ausencia de evidencia que demuestre el impacto de las medidas de fortalecimiento de la Educación Técnico-Profesional (ETP) en la empleabilidad de los egresados, en el desarrollo de las competencias necesarias para acceder a la Educación Superior (ES), así como la inexistencia de una política global que aborde la formación técnica-profesional.

2. Que otra consideración tenida en cuenta por el gobierno para explicar esta reducción presupuestaria fue que en ninguna etapa del proceso de ejecución del ítem equipamiento, durante los años anteriores, se consideró la pertinencia de los equipos adquiridos en relación a los sectores productivos de las respectivas regiones.

3. Que el Mineduc presentó un documento señalando la existencia de una percepción de crisis de la ETP, pues no prepararía ni para la ES ni para el mercado del trabajo; un aumento creciente de las expectativas de ES en los alumnos, padres, profesores y directores; egresados de ETP con un currículum que les ofrece menores oportunidades de formación; y que pese al aumento de cobertura, la mayoría de los egresados de la ETP no acceden a la ES.

4. Que de acuerdo a este documento preliminar del Mineduc, luego de un año, un 40,9% de los egresados de ETP trabaja; un 5,3% trabaja y estudia, un 13,2% sólo estudia, mientras que un 40,6% se encuentra inactivo. El segundo año tras el egreso un 45,4% trabaja, un 14,8% trabaja y estudia, un 18,4% sólo estudia, mientras que un 21,4% se encuentra inactivo.

5. Que a partir de este diagnóstico el Mineduc ha propuesto tres líneas de intervención desde el currículum que son: Balance entre la formación general y diferenciada, añadiendo más horas de Lenguaje, Matemáticas y Ciencias Naturales o Sociales, Inglés y Educación Física; Redefinición de la oferta por sectores y/o especialidades, fusionando algunas ya existentes y creando nuevas y disminuyendo el número de especialidades; Redefinición de la práctica profesional, eliminándola con posterioridad al egreso de Cuarto Medio, incluyéndola entre 3 y 4 año bajo el concepto de “formación en lugares de trabajo”, siendo obligación del colegio impartirla a todos los alumnos.

6. Que a partir de lo anterior el Gobierno ha propuesto redefinir las especialidades considerando: muebles y terminaciones de madera, forestal, agropecuaria, gastronomía, elaboración industrial de alimentos, técnico en construcción, terminaciones en construcción, instalaciones sanitarias, mecánica industrial, construcciones mecánicas, mecánica automotriz, electricidad, electrónica, acuicultura, explotación minera, metalurgia extractiva, diseño gráfico, asistente de administración, auxiliar de enfermería, auxiliar de párvulos, asistente químico, prevención de riesgos y medio ambiente, asistente de turismo, conectividad y redes, y programación. 

7. Que la Asamblea Coordinadora de Estudiantes de Liceos Técnico Profesionales convocó a un primer paro nacional el martes 4 de octubre, demandando un sueldo para los estudiantes en práctica donde exista proporcionalidad entre trabajo y salario cuando se realice un reemplazo; que existan prácticas duales dignas y remuneradas; la existencia de protección laboral para las prácticas estudiantiles, con un seguro especial para el practicante de tipo escolar y laboral; asegurar el 100% de las prácticas de los colegios técnicos con fiscalización estatal, estableciendo un plazo máximo de 2 años para poder ejercerla y 4 años en casos excepcionales como accidentes, enfermedades, embarazos, entre otros, con los certificados correspondientes que avalen esto.

8. Que otras demandas de los estudiantes de ETP son el aseguramiento de aprendizaje mínimo en prácticas duales y laborales con la implementación de bitácoras por parte del practicante y de las empresas, con fiscalización del Mineduc y de la Dirección del Trabajo; contemplar el derecho a sindicalización; establecer una reforma a las mallas curriculares, con un año común y mallas específicas a partir del segundo año; implementar el ramo de Legislación Laboral; permitir la convalidación de ramos en la ES; realizar un análisis de mercado de la inserción laboral para cada especialidad, determinando la continuidad de éstas  e integrando nuevas especialidades.


9. Que otras demandas de los estudiantes de este sector son: que el Estado asegure el equipamiento y la infraestructura necesaria para impartir las especialidades de la ETP; implementar una renovación constante del equipamiento e infraestructura, dependiendo del campo laboral y necesidades de las especialidades; garantizar un aporte presupuestario anual para las necesidades de cada establecimiento de ETP; asegurar que quienes implementen e impartan la ETP sean docentes técnicos que cuenten con 2 años de estudios pedagógicos correspondientes; la creación de un sistema especial de ingreso a la ES; práctica profesional incluida en 4° medio.

10. Que en 1998, los 349.142 estudiantes de ETP representaban el 45,1% de la matrícula en enseñanza media, mientras que el 2006, los 395.406 estudiantes en ETP constituían un 37,9% de la matrícula total en la enseñanza media. En Chile existen 945 colegios de ETP. El 65% de la matrícula de esos establecimientos corresponde a estudiantes integrantes de familias que provienen de los dos quintiles de menores ingresos; el porcentaje llega a 83,5% si se le suma el tercer quintil

11. Que algunos resultados de diversos estudios realizados señalan que 5 años después de terminados los estudios, un 82% de los egresados había hecho la práctica profesional y un 69% había obtenido el título de técnico de nivel medio, un 80% estaba trabajando (sólo un 5% con salario mínimo), y un 30% estaba realizando o había efectuado estudios superiores.
12. Que la desregulación de los años 80 produjo un crecimiento exagerado e inorgánico de especialidades en la ETP con una gran diversificación de planes y programas de estudio donde la innovación lograda fue escasa, ya que pesó más el uso de los recursos humanos y materiales disponibles que su adecuación al desarrollo regional y su relevancia para los alumnos.
El Senado acuerda:

Solicitar al Ministro de Educación, Felipe Bulnes, que en relación a la Educación Técnica Profesional pueda considerar la adopción de las siguientes medidas: 

1. Que se atiendan, en general, las demandas planteadas por la Asamblea Coordinadora de Estudiantes de Liceos Técnico Profesionales, prestando especial consideración a los temas de equipamiento y condiciones para las prácticas profesionales y reemplazos laborales.
2. Que, particularmente, se garantice que el acceso y la admisión a la Educación Superior de estudiantes en posesión de un título técnico-profesional será sin la exigencia del requisito de rendición de la PSU.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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(S 1421-12)

Considerando:
1. Que de acuerdo a un reciente estudio realizado por la Escuela de Fonoaudiología de la Universidad Andrés Bello, cuyos resultados son coincidentes con otras investigaciones previas, alertan acerca de que el 42,5% de los estudiantes universitarios presenta un trauma acústico debido al uso de reproductores de música, por mucho tiempo y a un volumen muy alto.
2. Que según las cifras del citado estudio, que evaluó a un grupo de estudiantes universitarios de entre 18 y 25 años, casi la mitad de los jóvenes sometidos a exámenes presentó un trauma acústico en la frecuencia de los 6.000 Hz.
3. Que de acuerdo a los antecedentes del estudio el oído es sensible a las frecuencias de sonido que van entre los 20 y los 20.000 Hz. El estudio específica que los 6.000 Hz. Es la frecuencia que se altera al escuchar música y que la frecuencia de 4.000 bHz en cambio es la que se ve más afectada por el ruido laboral.
4. Que el trauma acústico es la disminución del umbral de audición debido a un ruido que supera los niveles considerados normales, que es sobre los 80 decibeles (una conversación oscila en torno a los 50 decibeles). Aunque esta pérdida de audición puede ser momentánea, y se recupere a los dos o tres días, también puede volverse crónica cuando la exposición al ruido es continua y prolongada en el tiempo.
5. Que según el estudio de la UNAB el 37,5% de los encuestados dijo escuchar música a un volumen elevado (75% o más del volumen máximo del reproductor), un promedio de más de dos horas al día (60% de los entrevistados). A eso hay que sumar que el 72,5% comenzó a usar un reproductor de música hace más de tres años.
6. Que los datos proporcionados por esta investigación concuerdan con otro denominado “Estudio sobre la audición de la población chilena”, realizado por la empresa CAES en 2010, en el que se advierte que el 38% de los jóvenes reconoce escuchar música a un volumen alto, mientras que el 12,4% lo hace a un nivel muy alto.
7. Que un gran inconveniente para crear conciencia es que, al principio, el daño no es perceptible, pues se estima que el daño se hace evidente recién pasados los 35 años. De hecho se reconoce que ya estamos existen niveles de hipoacusia (disminución auditiva) y presbiacusia (pérdida de la audición asociada al paso de los años) a edades menores, en personas de 40 o 45 años, probablemente debido a su exposición a aparatos de reproducción de música en su juventud.
8. Que otro estudio, desarrollado el año pasado por el Departamento de Otorrinolaringología de la Universidad Católica, concluye que uno de cada tres jóvenes de entre 16 y 26 años, están expuestos a niveles no recomendables de ruido por usar MP3, IPod o celulares para escuchar música.
9. Que cuando esta exposición a música a alto volumen además ocurre en ambientes ruidosos, como el Metro, la micro o la calle, el volumen suele aumentar. Los estudios señalan que el 80% de los jóvenes dijo escuchar música en esos sitios.
10. Que a lo anterior se suma el hecho de que tres cuartas partes de los encuestados dijo escuchar música considerada ruidosa, estimándose que alcanzan promedios mayores a los 110 decibeles.
11. Que para reducir el riesgo de problemas auditivos, los especialistas aconsejan escuchar música a no más del 75% del volumen del reproductor, por períodos cortos y usando audífonos supraauriculares (con cintillo), que se ha visto son menos dañinos que los intraauriculares, pues disminuyen la intensidad del sonido en 12 decibeles y atenúan mejor el ruido ambiental.
El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda instruir al Sr. Ministro de Salud, Jaime Mañalich, para que teniendo a la vista los resultados de los diferentes estudios y mediciones sobre el impacto del uso de reproductores de música y otros, especialmente entre los jóvenes, pueda disponer la realización de campañas educativas preventivas de hipoacusia, presbiacusia y de traumas acústicos que junto con reducir el aumento actual del número de casos, permita reducir los impactos futuros en la vida laboral, en la calidad de vida y en la salud de muchos de ellos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HORVATH, MUÑOZ ABURTO, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE Y WALKER (DON IGNACIO), SOBRE MEJORAMIENTO DE PRESTACIONES DE SALUD DEL PERSONAL EN RETIRO DE LAS FUERZAS ARMADAS

(S 1422-12)
La Ley 16.258 del año 1965 estableció en su artículo 9 el denominado Fondo de Revalorización de Pensiones de la Fuerzas Armadas, como un Fondo destinado a compensar el deterioro de las pensiones a causa de la desvalorización monetaria y reliquidarlas de acuerdo a las disposiciones establecidas en la misma ley.
Dicho Fondo es financiado según el artículo 10 de la misma ley con un una imposición del 0,5% establecido sobre los sueldos, salarios, pensiones de retiro y montepíos del personal afecto a la caja de Previsor de la Defensa Nacional.
Luego de más de 50 años del establecimiento de dicho fondo, muchos cambios legislativos al sistema de pensiones existente en nuestro país, han cambiado totalmente las condiciones que motivaron la creación del fondo de revalorización de pensiones.
Una muestra clara de ello está en el hecho que la mayoría de los artículos de la ley 16.258 han sido expresamente derogados por leyes posteriores, en especial por el Decreto con fuerza de Ley número 4 de 1968.
Respecto a lo anterior el hecho más relevante que ha transformado en totalmente inútil el denominado fondo y a los descuentos que se realizan para financiarlo es el mecanismo de reajustabilidad automática de las pensiones según la variación experimentada por el índice de Precios del Consumidor (IPC), establecido por el Decreto Ley 2.547 de 1979.
Todos estos antecedentes han dado lugar a la teoría de la derogación tácita de las disposiciones que crearon dicho Fondo, así como también del artículo que establece el descuento del 0,5 %.
Sin embargo, dicho descuento se continúa efectuando sobre todo en las pensiones de retiro y montepíos del personal afecto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional.
Este irregular y perjudicial descuento, provocó que el actual Presidente de la República comprometiera en su campaña presidencial, en sus “propuestas para el sector pasivo de la Defensa Nacional” la derivación del actual descuento del 0,5% al financiamiento de las prestaciones de salud que recibe el personal en retiro de las Fuerzas Armadas.
Toda esta modificación requiere de un proyecto de ley que cumpla dichos fines por lo que mediante este proyecto de acuerdo solicitamos que:
Proyecto de acuerdo

Solicitar a S.E. Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, el envío de un Proyecto de Ley que derogue el Artículo 10 de la Ley 16.258 y que destine los recursos existentes en el “Fondo de Revalorización de Pensiones” al mejoramiento de las prestaciones de Salud del personal en retiro de las Fuerzas Armadas.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.-Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HORVATH Y MUÑOZ ABURTO, REFERENTE A AMPLIACIÓN DE VIGENCIA DE LEYES SOBRE CASINOS MUNICIPALES

(S 1423-12)
La ley 19.995, promulgada el año 2005 legisló sobre normas para el establecimiento y operación de casinos privados introduciendo una serie de modificaciones al sistema de casinos existente hasta esa fecha en el país.
En primer lugar, mediante dicha ley se facultó a la Administración del Estado para otorgar hasta 24 permisos de operación en el país, no pudiendo establecerse más de 3 casinos por Región.
En segundo lugar, en las disposiciones transitorias de dicha ley se establece que el año 2015 se derogará las leyes que amparan el establecimiento de los casinos municipales.
Esta disposición transitoria ha sido interpretada por la Superintendencia de Casinos de Juego en el sentido de que, a partir de esa fecha caduca el derecho de esos municipios a tener casinos, por lo que las licencias podrán ser otorgadas a particulares.
Esta interpretación significaría para una ciudad como Viña del Mar, por ejemplo, que de cada $100 pesos que ingresan al casino, y de los cuales $50 pesos los percibe hoy como dueña del mismo, luego del año 2015 sólo podría aspirar a recibir $8 pesos -equivalente a la mitad del impuesto específico- los otros $8 pesos de impuesto específico irían al Gobierno Regional.
Con esta medida se produce, entonces, un caso de privatización regresivo, en que se toman recursos municipales afectando a finalidades públicas esenciales, para entregarlas gratuitamente a un particular que se quedaría con, al menos, $34 pesos de cada $100 que se ingresa a un casino como el de Viña del Mar.
El modelo de casinos Municipales ha tenido en nuestro país, desde el año 1928, dos importantes funciones y hasta la fecha han traído una serie de beneficios sociales para las comunas en las que están emplazados por lo que claramente con la caducidad de su derecho a tener casinos habrá un perjuicio económico de una magnitud enorme para ciudades como Iquique: Viña del Mar, Coquimbo y Puerto Natales, que debido a esta norma transitoria perderán, sin duda, su reconocido protagonismo turísticos y más grave aún que eso, la importante función de proveer servicios sociales municipales perderá un importantísimo apoyo, que de seguro afectará de manera importante a la población de menores ingresos.
Por las razones anteriores es que este Senado acuerda:
PROYECTO DE ACUERDO
Solicitar a S.E. el Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echenique, el envío de un Proyecto de Ley que modifique el artículo 3° transitorio de la ley número 19.995 ampliando hasta el año 2030 el plazo máximo de vigencia de las leyes que amparan el establecimiento de casinos municipales.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.-Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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